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INTRODUCCIÓN 
 
PLAZAS VEGAS fue atinado al manifestar que, “la distribución de competencias 
para la creación y modificación del derecho positivo tributario entre los distintos 
niveles de gobierno, cualquiera que sea la forma de Estado (unitaria, regional o 
federal) debe estar prevista de manera clara y precisa por la Constituciones 
Políticas, o por las leyes que las desarrollan y tienen jerarquía superior como 
contexto para las leyes ordinarias, porque de otra manera se auspicia el desorden 
fiscal y el permanente conflicto entre el centro y la periferia”1.  
En este contexto, se puede afirmar que el ordenamiento jurídico colombiano propicia 
el desorden fiscal, toda vez que, no existe coordinación frente a las potestades 
impositivas que pueden ejercer la Nación y las Entidades Territoriales para regular 
los elementos esenciales de los tributos locales y como dicha función está en 
cabeza del Congreso de la República en virtud del principio Constitucional de 
reserva de ley, se puede afirmar que frente al tema impositivo territorial existe un 
vacío legal.  
A partir de la situación mencionada, es de esperar que surjan conflictos entre Nación 
y Entidades Territoriales a la hora de regular los elementos esenciales de los 
impuestos locales, de ahí que, en el presente documento se aborde uno de ellos, 
en lo relativo a la determinación del aspecto espacial del Impuesto de Industria y 
Comercio (en adelante el “ICA”), para dicho propósito se analizará a profundidad las 
normas existentes en relación con este.  
En este orden de ideas, se analizará la regulación creada por la Nación por medio 
de la Ley 1819 de 2016, frente al aspecto espacial del ICA, es decir, una serie de 
reglas de territorialidad que distribuyen la potestad impositiva de los municipios de 
Colombia frente a la sujeción activa del ICA, las cuales se expidieron con el 
                                                          
1 MAURICIO A PLAZAS VEGA, DERECHO DE LA HACIENDA PÚBLICA Y DERECHO TRIBUTARIO : TOMO II / MAURICIO A. PLAZAS VEGA. 
(2016). Pag 618. 
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propósito de darle fin a la doble imposición que se estaba presentando en sede de 
este gravamen.   
Aunado a ello, se trae a colación la regulación creada por el municipio de Medellín 
en el Acuerdo 066 de 2017, referente a las reglas de territorialidad del impuesto en 
mención, para una vez confrontada la potestad impositiva de la Nación y este ente 
local, determinar con exactitud las implicaciones sobre la existencia de regímenes 
normativos diversos en el aspecto espacial del ICA, esto es, en sus reglas de 
territorialidad. 
Posterior a ello, se someterá el caso al análisis de ponderación Constitucional con 
el fin de darle respuesta al interrogante sobre si ¿Las reglas de territorialidad del 
ICA creadas por Medellín a través del Acuerdo 066 de 2017, que son diferentes a 
las establecidas en la Ley 1819 de 2016, son legales?, teniendo en cuenta que, el 
presente caso tiene alcance constitucional porque los principios colisionados son la 
autonomía territorial y la reserva de ley, los cual permitirá concluir de manera 
general acerca de la potestad impositiva para determinar el aspecto espacial de los 
impuestos locales.  
De esta manera, se espera llegar a conclusiones de carácter específico en cuanto 
a la regulación creada por Medellín, pero también a conclusiones generales, en lo 
referente a las potestades impositivas de la Nación y las Entidades Territoriales, 
para regular el aspecto espacial de los impuestos locales, todo ello, por medio del 
análisis de ponderación.  
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CAPITULO 1. PODER IMPOSITIVO DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES 
 
I. DESARROLLO NORMATIVO DEL PODER IMPOSITIVO TERRITORIAL 
 
A. Desarrollo Constitucional del Poder Impositivo Territorial 
La Constitución Política colombiana de 1991 trajo consigo varios cambios, tan 
trascendentales algunos de ellos que incluso se modificó el modelo de Estado, se 
pasó de un extremo centralismo amparado por la Carta Política de 1886 y sus 
posteriores reformas, a un modelo Estatal en donde la República Unitaria, 
Descentralizada, con Autonomía Territorial2 cobra el mayor protagonismo, tal como 
lo evidencia el artículo 1º Constitucional, el cual define de esa manera al Estado 
colombiano.  
Así, es de esperar que, acompañando esos cambios sustanciales, vengan una serie 
de disposiciones para garantizar su ejecución y desarrollo, entre ellas las referentes 
a la creación y regulación de los Impuestos Territoriales, las cuales son propias de 
un Estado descentralizado con autonomía de sus entidades territoriales. Frente a 
este asunto, uno de los aspectos que ha suscitado mayor controversia en cuanto al 
ejercicio del poder tributario, radica en el papel que cumple el Congreso de la 
República en general, y en particular, los entes territoriales cuando se trata de 
regular los impuestos de orden local.3  
En efecto, la Carta Política de 1991 en el artículo 287, consagra que las Entidades 
Territoriales gozan de autonomia territorial para la gestión de sus intereses, y en 
virtud de tal tienen algunas prerragativas, una de ellas es precisamente, el 
establecer los tributos necesarios para cumplir sus funciones4, de manera 
complementaria, los artículos 300 numeral 4 y 313 numeral 4, ponen en cabeza de 
las Asambleas5 y Concejos6 respectivamente, el ejercicio del derecho en mención 
                                                          
2 Constitución Política de Colombia [Const]. Art. 1. Julio 7 de 1991 (Colombia). 
3 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA Y SUS FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES / EDITOR JULIO 
ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ; GABRIEL MUÑOZ MARTÍNEZ [Y OTROS]. (2015) Pag 64.  
4 Constitución Política de Colombia [Const]. Art. 287. Julio 7 de 1991 (Colombia). 
5 Constitución Política de Colombia [Const]. Art. 300. Julio 7 de 1991 (Colombia) 
6 Constitución Política de Colombia [Const]. Art. 313. Julio 7 de 1991 (Colombia) 
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en Departamentos y Municipios, el cual se desprende del principio de autonomía 
territorial. 
Así las cosas, es importante traer a colación algunos pronunciamientos de la Corte 
Constitucional, con respecto a la concepción de la Autonomía Territorial como 
principio del ordenamiento jurídico colombiano, así, en pronuncimiento C-517 de 
1992, la Corte Constitucional al referirse a este principio dijo: 
¨El principio se consagra como precepto fundamental de la Constitución 
Política desde su primer artículo, y se ratifica luego cada vez que hay 
oportunidad de hacerlo, cuando son definidas las entidades territoriales 
en general, y, en particular, el departamento, la región e, inclusive, el 
Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina 
y el Distrito Capital de Santafé de Bogotá¨7 
De lo anterior se desprende, el carácter de principio que cobra la autonomía 
territorial, por ser un mandato de optimización que orienta la división competencial 
de las funciones estatales entre la Nación y las Entidades Territoriales en el contexto 
del Modelo de Estado consagrado en el artículo 1º Constitucional, es decir, la 
República Unitaria y descentralizada con autonomía de sus entes locales.  
Por otra parte, el artículo 150 en conjunto con el 338 de la Constitución, consagran 
el principio de “Reserva de Ley en materia tributaria”, el cual se define en palabras 
de INSIGNARES como el mandato constitucional mediante el cual se establece que 
la creación y regulación de los tributos debe realizarse por medio de la ley8. En este 
punto, salta a la vista que el poder tributario territorial tiene una doble titularidad, 
una en cabeza de la Nación, que se ejerce por medio del Congreso de la República, 
y la otra en cabeza de las mismas entidades territoriales, la cual se ejerce por medio 
de las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales; precisando que, 
                                                          
7 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-517 de 1992 (M.P. Ciro Angarita Baron: Septiembre 15 de 
1992) 
8 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA Y SUS FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES. Op. Cit.,Pag 
126 
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según el artículo 287 Superior, la potestad de los entes locales siempre debe estar 
subordinada a la Ley.  
B. Desarrollo Legal del Poder Impositivo Territorial  
Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial LOOT 
En este orden de ideas, “la discusión sobre el poder tributario de las Entidades 
Territoriales se ha centrado precisamente en ese reparto de competencias 
normativas que dispuso la Constitución, las cuales, si bien no son contradictorias, 
dan lugar a varias interpretaciones válidas”9. Prueba de ello es que, la misma norma 
Superior en su artículo 288, adelantándose al problema expuesto, dispuso que por 
medio de una ley orgánica10 el Congreso de la República debería establecer el 
reparto de competencias entre la Nación y los entes locales, incluido, por supuesto, 
lo referente a la potestad impositiva territorial11. Es así como, en cumplimiento de 
ese mandato constitucional, el Poder Legislativo expide la Ley Orgánica de 
Ordenamiento Territorial -en adelante LOOT-, sin embargo, frente al tema 
mencionado, esto es, la distribución de las competencias impositivas de los entes 
territoriales, la Ley 1454 de 2011 (LOOT) no se pronunció. 
Si bien la Ley 788 de 2002 dispuso una solución respecto de aquellas normas 
procedimentales y sancionatorias tributarias, como se desarrollará en el próximo 
subtitulo ¨ Normas Tributarias Procesales y Sancionatorias (Ley 788 de 2002 artículo 
59)¨, lo cierto es que sobre las normas de carácter sustancial -salvo la 
sancionadoras-, no hubo pronunciamiento por parte del Congreso de la República, 
pues las leyes expedidas sobre temas relacionados, no han se refirieron de manera 
                                                          
9 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., LOS TRIBUTOS TERRITORIALES EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO : UN 
ANÁLISIS CRÍTICO / SANDRA ACEVEDO ZAPATA [Y OTROS] ; EDITOR JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ. (2017) Pag 71.  
10 Véase en HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO, CONCEPTO Y TIPOS DE LEY EN LA CONSTITUCIÓN COLOMBIANA / HUMBERTO 
A. SIERRA PORTO; PRÓLOGO DE MANUEL ARAGÓN. (1998) Pag. 246-247: “Este tipo legal se distingue de las demás 
leyes por su nomen específico, su exigencia de mayoría cualificada y principalmente por su objeto, en tanto le 
están reservadas las siguientes materias: la regulación de los reglamentos de las cámaras; las normas sobre 
preparación, aprobación y ejecución del presupuesto anual y del plan general de desarrollo; y las relativas a 
la asignación de competencias normativas a las entidades territoriales.” 
11 Constitución Política de Colombia [Const]. Art. 288. Julio 7 de 1991 (Colombia) 
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concreta a este particular (LOOT, la Ley 1551 de 201212, la Ley 1617 de 201313, y 
la Ley 1625 de 201314), así como las leyes de planes de desarrollo, no determinaron 
la manera en que los Entes Territoriales deben ejercer su autonomía local, ni 
tampoco se hizo una distribución de competencias normativas entre estos y la 
Nación en lo referente a la potestad impositiva.15 Lo que muestra un incumplimiento 
evidente de las funciones del Poder Legislativo, el cual es de vieja data, dada la 
fecha de promulgación de la Carta Nacional.  
Normas Tributarias Procesales y Sancionatorias (Ley 788 de 2002 artículo 59)  
Antes de abordar la legislación existente, en cuanto a las normas procesales y 
sancionatorias, es menester determinar el contenido de estas y su alcance, para 
este propósito, de manera breve, se abordará la naturaleza jurídica de las normas 
del derecho tributario, para lo cual, se hará uso de la tradicional división entre 
derecho sustancial y derecho procesal, tal como lo ha hecho el Consejo de Estado. 
Lo dicho supone que, la alta corporación de lo Contencioso Administrativo se ha 
pronunciado sobre el tema en la Sentencia del 10 de noviembre de 2000, donde 
hizo una especial distinción entre normas de carácter sustancial y norma de carácter 
procedimental, frente al problema jurídico de sí las normas sancionatorias son 
normas de carácter sustancial o procedimental, así:  
“Desde el ángulo de la categoría normativa, como lo ha expresado la Sala 
en innumerables oportunidades, la ley "sustancial" es aquélla que 
confiere derechos a las personas, declara, constituye, extingue o 
modifica, obligaciones. Por ende, las disposiciones que tipifican 
sanciones, incluidos sus presupuestos y tasación, tienen el carácter de 
"ley sustancial". Las normas procesales, o adjetivas, son aquéllas que 
regulan el procedimiento para hacer efectivo el derecho sustancial. Se 
                                                          
12 Ley 1551 de 2012. Por la cual se dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los 
municipios. Julio 06 de 2012. DO. N°48.483. 
13 Ley 1617 de 2013. Por la cual se expide el Régimen para los Distritos Especiales. Febrero 05 de 2013. DO. 
N°48.695. 
14 Ley 1625 de 2013. Por la cual se deroga la Ley Orgánica 128 de 1994 y se expide el Régimen para las Áreas 
Metropolitanas. Abril 29 de 2013. DO. N°48.776. 
15 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., LOS TRIBUTOS TERRITORIALES EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO : UN 
ANÁLISIS CRÍTICO. Op. Cit., Pag 57. 
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advierte entonces, que las normas que regulan conductas e imponen 
sanciones tienen carácter "sustancial" y no procedimental, y para el caso 
del tema que ocupa la atención de la Sala, el hecho de su ubicación en 
el Libro V del Estatuto Tributario, que comprende "procedimiento 
tributario, sanciones y estructura de la Dirección." no les confiere a dichas 
disposiciones la naturaleza de normas instrumentales o 
procedimentales”16. 
De acuerdo con lo expuesto por el Consejo de Estado, las normas sustanciales son 
aquellas que crean, modifican o extinguen obligaciones. Particularmente en el 
Derecho Tributario, serían aquellas normas que intervienen en la relación 
obligacional tributaria, la cual se define en palabras de MARIN ELIZALDE, como el 
vínculo o atadura impuesta y regulada por el poder impositivo con sustento en el 
deber de contribuir, establecido a favor del Estado, acreedor, y a cargo de un sujeto 
tributario, deudor y cuyo objeto es el cumplimiento de una prestación17, o, en otras 
palabras, aquellas que crean y regulan los tributos. 
Además, dentro de este conjunto normativo sustancial, se encuentran las normas 
de carácter sancionatorio, las cuales se aplican cuando se presenta un 
incumplimiento dentro de la relación obligacional tributaria, tal como lo mencionó el 
Consejo de Estado. Así, pues, es posible aseverar que las normas sustanciales 
tributarias, son aquellas que regulan y crean los tributos, como también, aquellas 
que imponen sanciones por el incumplimiento de los gravámenes, entendiendo por 
estas últimas, todas aquellas conductas que pueden considerarse sancionadas, 
dentro del desarrollo de la relación jurídico-tributaria.  
Por su parte, las normas procedimentales, son aquellas que consagran las 
formalidades necesarias para dar cumplimiento al derecho sustancial, es decir, 
aquella secuencia lógica de actuaciones necesarias para satisfacer la prestación 
                                                          
16 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Proceso 10870 (C.P. Juan Ángel 
Palacio Hincapié; noviembre 10 de 2000). 
17 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., CURSO DE DERECHO TRIBUTARIO, PROCEDIMIENTO Y RÉGIMEN SANCIONATORIO / 
ROBERTO INSIGNARES GÓMEZ [Y OTROS] ; EDITOR JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ. (2010) Pag. 307. 
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tributaria; y las sanciones, en el caso de haberse causado. De ahí que, dentro de 
este conjunto de normas se encuentren, la regulación de las declaraciones 
tributarias como deber formal, lo referente a los procesos de fiscalización, 
determinación oficial de los impuestos, discusión de los actos administrativos, cobro 
de de los impuestos, devoluciones, compensaciones e imputaciones, y demás 
disposiciones de esa índole procedimental.  
Una vez clarificado lo anterior, se puede mencionar como ejemplo de lo que debe 
hacer el Poder Legislativo, en cuanto a la coordinación del nivel central con el nivel 
local, lo efectuado en el ámbito de las normas procedimentales y sancionatorias 
tributarias por medio de la Ley 338 de 1997 y sucesivamente la Ley 788 de 2002, 
que, si bien no abarcan por completo todas las normas que integran el sistema 
tributario, si dieron evidencia de cómo puede llegarse a satisfacer las competencias 
normativas de los entes locales y de la Nación, cumpliendo con los postulados 
constitucionales y legales; pues dotan el sistema normativo de una clara seguridad 
jurídica, lo que nos da luces de como en un futuro puede desarrollarse lo referente 
a la regulación frente a las normas sustanciales relacionadas con la creación de 
tributos locales y la determinación de sus elementos esenciales, toda vez que, como 
se explicará más adelante, la regulación actualmente vigente resulta bastante 
insipiente para solucionar los conflictos que a diario se presentan en materia de 
competencia de los Entes Territoriales. 
En efecto, la Ley 383 de 1997 en su artículo 66, establece que los Municipios y 
Distritos, para efectos de las declaraciones tributarias y los procesos de 
fiscalización, liquidación oficial, imposición de sanciones, discusión y cobro 
relacionados con los impuestos administrados por ellos, aplicarán los 
procedimientos establecidos en el Estatuto Tributario para los impuestos del orden 
nacional18. 
Posterior a ello, la Ley 788 de 2002 en el artículo 59, consagra que los 
Departamentos y Municipios aplicarán los procedimientos establecidos en el 
                                                          
18 Ley 383 de 1997. Por la cual se expiden normas tendientes a fortalecer la lucha contra la evasión y el 
contrabando. Julio 14 de 1997. DO. N°44083. 
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Estatuto Tributario Nacional, ampliando así la aplicación de la norma a los 
Departamentos, y además, frente al monto de las sanciones y el término de la 
aplicación de los procedimientos, estableció que estos podrán disminuirse y 
simplificarse, siempre y cuando, sea acorde con la naturaleza de sus tributos19.  
Como puede evidenciarse, en cuanto al procedimiento tributario y el régimen 
sancionatorio, el poder legislativo se pronunció y esclareció la distribución de 
competencias normativas entre la Nación y Entidades Territoriales. Por lo tanto, 
tenemos que, Municipios, Distritos y Departamentos deben aplicar lo establecido 
por el Estatuto Nacional en la parte procedimental, garantizándoles una dosis de 
autonomía que les permite disminuir el monto de las sanciones y los términos 
procesales, siempre y cuando se pueda justificar, debido a la naturaleza de los 
tributos. El ejemplo es pertinente, dado que, evidencia la posibilidad de conciliar el 
principio de la autonomía territorial con una República Unitaria y Descentralizada 
por medio de la labor legislativa. Si bien, la vigente regulación no zanja todos los 
conflictos jurídicos naturales a la aplicación de cualquier disposición del 
ordenamiento, sí reduce el margen de discreción de los entes locales, lo que permite 
en el ámbito judicial que los jueces se centren en el verdadero objeto de litigio y 
brindando seguridad jurídica al sistema normativo.  
II. CHOQUE JURISPRUDENCIAL FRENTE AL PODER IMPOSITIVO 
TERRITORIAL 
El primer llamado a establecer con exactitud el alcance de la capacidad normativa 
de la Nación y las Entidades Territoriales, en la determinación de los elementos 
esenciales de los tributos locales, es el Congreso de la República. Sin embargo, 
como se mencionó líneas atrás, en lo que se refiere al poder impositivo, no existe 
regulación legal que defina el alcance de dicha potestad de creación y regulación 
de gravámenes, es decir, en cuanto a la determinación de los elementos que se 
consideran “esenciales” en la estructura jurídica de los tributos. En consecuencia, 
se presenta un escenario en donde la jurisprudencia es la protagonista y entra a 
                                                          
19 Ley 788 de 2002. Por la cual se expiden normas en materia tributaria y penal del orden nacional y 
territorial. Diciembre 27 de 2002. DO. N°45046. 
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cumplir una labor que según el artículo 338 Constitucional le corresponde al 
legislador. Aunado a lo anterior y para hacerlo más complejo, la competencia para 
pronunciarse sobre estos temas recae en el Consejo de Estado y en la Corte 
Constitucional. Así, no solo hay un gran margen interpretativo por parte del juez, 
sino que también, hay un doble árbitro, lo cual da como resultado una multiplicidad 
de fallos contradictorios y carentes de seguridad jurídica como se verá a 
continuación.  
Con la intención de limitar el objeto de este escrito, es necesario aclarar que el vacío 
normativo expuesto se refiere a los alcances de la potestad de cada Ente Territorial, 
para definir los elementos que se consideran “esenciales” en la estructura jurídica 
de los tributos, puesto que, es pacífico que en lo relativo a la creación, el único 
facultado es el Congreso de la República20, de ahí que, las sentencias a mencionar, 
se refieran a la regulación de los elementos esenciales de los gravámenes por parte 
de la Nación y los órganos colegiados de los entes locales.    
A. Jurisprudencia de la Corte Constitucional frente al poder impositivo 
territorial. 
Para empezar, la Corte Constitucional adquiere competencia para pronunciarse, 
debido a que la materia se encuentra regulada desde la Carta Política de 1991, 
como se evidenció en líneas anteriores. A pesar de haberse pronunciado en 
múltiples ocasiones sobre el tema, no ha asumido una posición univoca, tan es así 
que, se pueden encontrar fallos en los que se reconoce la existencia del poder 
tributario en cabeza de las Entidades Territoriales, casos en los cuales se les otorga 
la capacidad para definir incluso todos los elementos del tributo, como también, 
fallos en donde se niega la existencia de un poder tributario a nivel local, y en 
consecuencia, Departamentos y Municipios no tienen la capacidad de definir ningún 
elemento del tributo21.Muestra de ello, es la Sentencia C-517 de 2007 de esta Alta 
                                                          
20 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA Y SUS FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES. OP. CIT.,Pag 
64.  
21 Ibid. Pag 81.  
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Corporación, la cual trato el tema del Impuesto Predial y las atribuciones de los 
Concejos Municipales y Distritales, dijo: 
“No se remite a dudas de ninguna índole que las mentadas corporaciones 
de representación popular tienen asignadas competencias de orden 
tributario, pero se debe puntualizar que la propia Carta, en el numeral 4 
de su artículo 313, les atribuye a los concejos municipales la competencia 
para votar los tributos y los gastos locales “de conformidad con la 
Constitución y la ley”. Así las cosas, la Constitución señala una pauta 
acerca de la manera como los concejos deben ejercer sus atribuciones 
en materia tributaria y al hacerlo se refiere en forma expresa a la ley e 
indica que la corporación municipal debe conformarse a ella y a la 
Constitución cuando se trate de votar los tributos locales”22. 
Según la citada sentencia, el poder impositivo de los Concejos Municipales 
(entidades territoriales) está supeditado a aprobar o no aprobar la ley reguladora del 
impuesto, a consecuencia de ello, el Congreso de la República es el que define 
todos los elementos esenciales del tributo. En contraposición a este 
pronunciamiento, podemos mencionar la Sentencia C-891 de 2012 de la misma 
colegiatura, en la que se manifiesta lo siguiente: 
“En virtud del principio de autonomía no puede exigirse al legislador que 
defina todos los elementos del tributo, pues ello también corresponde a 
los órganos de las entidades territoriales: “Dentro de ese contexto, la 
referencia a la obligación de señalar en el acto creador del impuesto los 
elementos esenciales de la obligación tributaria ha de entenderse hecha, 
según el tipo de gravamen, por el nivel territorial al que corresponda, de 
lo cual se infiere que si el legislador, como puede hacerlo (artículos 295, 
300-4 y 313-4), decide regular o establecer normas generales sobre 
tributos del orden departamental, municipal o distrital, no se le puede 
exigir, ni debe permitírsele, que en la ley respectiva incluya directamente 
                                                          
22 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-517 de 2007 (M.P. Rodrigo Escobar Gil: Julio 11 de 2007). 
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todos los componentes del tributo (hecho gravable, base gravable, 
sujetos activos, sujetos pasivos y tarifas) (…), pues su función no es, ni 
puede ser, según las reglas de la descentralización y la autonomía de las 
entidades territoriales, la de sustituir a los órganos de éstas en el ejercicio 
de la competencia que les ha sido asignada por la Constitución”23. 
Como puede observarse, la Alta Corporación en este pronunciamiento se mueve 
hacia la idea de reconocer competencia a los entes locales, para regular los 
elementos esenciales de los tributos, dando así ejemplo de lo disímiles que pueden 
llegar a ser sus pronunciamientos y poniendo en evidencia el choque jurisprudencial 
existente dentro del mismo Tribunal Constitucional, esto ocasionado por el amplio 
margen de interpretación -producto de un vacío legal- que tiene el juez a la hora de 
pronunciarse, lo que da como resultado un sistema jurídico carente de seguridad 
jurídica. 
B. Jurisprudencia del Consejo de Estado frente al poder impositivo territorial. 
Así mismo, el Consejo de Estado es competente para pronunciarse sobre el poder 
impositivo territorial, toda vez que, los vehículos normativos para regular los 
impuestos locales (acuerdos municipales, ordenanzas departamentales), son actos 
administrativos sometidos a control de legalidad ante el alto tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. En este sentido, podemos encontrar en la 
jurisprudencia de esta corporación el mismo choque jurisprudencial evidenciado 
líneas atrás, al interior de la Corte Constitucional. Esta colegiatura, en 
pronunciamiento del 9 de julio de 2009, dijo: 
“Ahora bien, con la entrada en vigencia de la Carta Política de 1991 se 
mantuvieron los principios de legalidad tributaria y de autonomía de las 
entidades municipales consagrados en la anterior Constitución, al 
disponer en el artículo 338: 
(…) 
                                                          
23 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-891 de 2012 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub: octubre 31 
de 2012) 
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La norma constitucional transcrita introduce como modificación que sean 
la ley, las ordenanzas o los acuerdos las que determinen los 
elementos del tributo, en clara concordancia y desarrollo de los 
principios de descentralización y autonomía de las entidades 
territoriales, consagrados en los artículos 1º, 287-3, 300-4 y 313-4 de la 
Carta, al conferirles a las asambleas departamentales y a los concejos 
municipales la potestad de establecer los diferentes aspectos de la 
obligación tributaria”24. 
Negrita fuera del texto original 
En efecto, el anterior fallo muestra una postura del Consejo de Estado en donde 
prevalece la autonomía territorial, pero como se ha mencionado a lo largo de este 
escrito, no es una posición reiterada, dado que, el mismo órgano en otros 
pronunciamientos ha mostrado una posición incompatible con la citada. Así, en 
Sentencia del 22 de febrero de 2002, el tribunal superior de lo Contencioso 
Administrativo manifestó:   
(…) Si bien es cierto existen normas constitucionales que reafirman la 
autonomía fiscal de las entidades locales, así como disposiciones que 
salvaguardan la propiedad de sus recursos tributarios —como el 294, que 
prohíbe que la Ley conceda exenciones sobre los tributos de los entes 
territoriales; el 317 que dispone que sólo los municipios pueden gravar la 
propiedad inmueble, o el 362, que da protección constitucional a los 
tributos de los departamentos o municipios—, sus potestades tributarias 
no son ilimitadas, como se deriva del numeral 3 del artículo 287 y el 
numeral 4 del artículo 313 de la Constitución: Esta norma exige que el 
legislador, creador del impuesto sea nacional, departamental o 
municipal, fije DIRECTAMENTE los elementos estructurales del 
tributo. Interpretando la anterior disposición de una manera armónica 
                                                          
24 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Proceso 16544 (C.P. Martha 
Teresa Briceño de Valencia; Julio 9 de 2009). 
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junto con los demás preceptos mencionados, le corresponde a la ley, 
dictada por el Congreso, la creación “ex novo” de los tributos, y a partir 
de ella, podrán las asambleas o los concejos ejercer su poder de 
imposición. Las entidades territoriales podrán entonces establecer 
tributos dentro de su jurisdicción, pero con sujeción a la ley que 
previamente los haya determinado25. 
Negrita fuera del texto original 
A pesar de existir contradicciones en las posiciones de los altas cortes frente a la 
materia expuesta, se resalta que la tendencia actual, tanto del Consejo de Estado 
como de la Corte Constitucional, ha sido la de reconocerle a las autoridades locales, 
la competencia para regular elementos esenciales de los tributos, no obstante, es 
una postura que puede cambiar muy fácilmente por el grado de indeterminación que 
tiene nuestra Constitución Política; por ende, es necesario que se establezca a nivel 
legal cualquiera de las posiciones.  
Tal como dijo CUBIDES, “es mejor un ordenamiento con el que no se esté de 
acuerdo, que uno donde quepan distintas posiciones que luego cambian a lo largo 
de los años según las situaciones y los magistrados, porque en el segundo caso el 
margen de interpretación y acción genera zonas de inseguridad jurídica y todos los 
problemas que precisamente son los que se debe evitar”26.  
Así las cosas, es claro que el juez está cumpliendo con su labor de ser un árbitro 
imparcial y sus decisiones son ajustadas a derecho en la mayoría de los casos, el 
problema radica en que se debe limitar su margen de interpretación y para ello es 
necesario establecer una coordinación legal de las potestades tributarias entre los 
entes locales y la Nación, mientras esto no sea así, la labor judicial se convierte en 
                                                          
25 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Proceso 12591 (C.P. Ligia López 
Días; febrero 22 de 2002). 
26 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., LOS TRIBUTOS TERRITORIALES EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO : UN 
ANÁLISIS CRÍTICO.OP. CIT., Pag 107. 
 18 
la protagonista y cuenta con una libertad peligrosa para la seguridad jurídica del 
país.  
III. DESARROLLO DOCTRINARIO DEL PODER IMPOSITIVO TERRITORIAL 
Ahora bien, por la multiplicidad de fallos y su demostrada contradicción, ha sido la 
doctrina la encargada de sintetizar y darle más peso a unas posiciones que a otras 
y así mismo, plantear soluciones al problema mencionado.  
A. Fuentes Endógenas y Exógenas Como criterio de Atribución Normativa  
Se ha planteado por ejemplo que, tratándose de fuentes exógenas, o lo que es lo 
mismo, recursos trasladados por el nivel central al nivel territorial, el legislador 
puede tener una mayor injerencia en la configuración del tributo, mientras que, por 
el contrario, tiene un poder restringido sobre las fuentes endógenas o recursos 
propios de las entidades territoriales. En este sentido, si se trata de un tributo cedido, 
los entes locales no pueden, de ninguna forma, completar sus elementos, dado que, 
se estaría violando el principio de reserva de ley27, lo que no pasa frente a los 
gravámenes territoriales.  
B. Posiciones conciliadoras entre Autonomía Territorial y Reserva de Ley 
Así mismo, hay posiciones en donde se señala que el legislador solo puede crear el 
tributo territorial y establecer el marco general del mismo, el cual debe ser 
desarrollado por las Asambleas departamentales y Consejos municipales, dado 
que, precisamente, el mandato constitucional del artículo 338 indica que, por medio 
de las ordenanzas y los acuerdos (en el caso de los tributos territoriales) se deben 
fijar los elementos del tributo28. También, parte de la doctrina, entre ellos 
INSIGNARES, defiende la idea de que el poder tributario de las entidades 
territoriales tiene un carácter originario, toda vez que, proviene directamente de la 
Constitución Política; no obstante, manifiesta que eso no implica que exista una 
habilitación en blanco, pues dicho poder local, en aras de preservar el principio de 
Reserva de Ley, está limitado por esta. En este sentido, entender que ante el 
                                                          
27 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., LOS TRIBUTOS TERRITORIALES EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO : UN 
ANÁLISIS CRÍTICO. OP. CIT., Pag 65.  
28 Ibid.Pag 75.  
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silencio del legislador se concede una habilitación tácita a los entes territoriales, en 
virtud del principio de autonomía, es tomar una decisión simplista29 que no llena el 
vacío legal presentado de una manera que logre satisfacer los principios 
constitucionales de Reserva de Ley y Autonomía Territorial, enfrentados para 
nosotros, en el presente caso. 
Por otra parte, hay posiciones como la de PLAZAS VEGA, la cual asegura que el 
poder tributario de los entes locales es derivado, por depender de una autorización 
legal30 y estar subordinada a la Ley, en consecuencia, los tributos que ellas 
establezcan deben estar creados por la ley o autorizados por el legislador, sin que 
esto implique que existe un desmedro en su soberanía31. También están aquellos 
quienes consideran que las entidades territoriales pueden completar, más no 
modificar, los elementos fijados en la ley creadora del tributo territorial y, además, 
que el Congreso de la República no debe establecer de forma íntegra todos los 
elementos de la imposición territorial, pues con esto se vaciarían las competencias 
normativas de los entes locales32. 
C. Ley de Autorización y Hecho Generador como elementos mínimos en la 
creación de un Tributo (Posición Mayoritaria).  
Como se ha mostrado, existen varias posiciones sobre el tema, sin embargo, la 
posición mayoritaria de la doctrina que, incluso, está respaldada por la 
jurisprudencia, consiste en decir que el Congreso de la República tiene unos 
deberes mínimos a la hora de crear los tributos territoriales; el primero de ellos 
consiste en autorizar al ente local para la adopción del nuevo gravamen y en 
segundo lugar limitar el hecho gravado, o lo que es lo mismo, definir, como mínimo, 
el aspecto material del hecho generador, es decir, “el supuesto de hecho que, por 
ser indicativo de capacidad económica conlleva al nacimiento de la obligación de 
                                                          
29 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA Y SUS FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES. OP. CIT.,Pag 
94 
30 MAURICIO A PLAZAS VEGA, OP. CIT., Pag 633. 
31 Holguín Rangel Yadira, AUTONOMÍA FISCAL DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES EN COLOMBIA, (2014), 
https://repository.javeriana.edu.co/bitstream/handle/10554/14916/HolguinRangelYadira2014.pdf?sequenc
e=1&isAllowed=y 
32 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., LOS TRIBUTOS TERRITORIALES EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO : UN 
ANÁLISIS CRÍTICO. OP. CIT.,Pag 107. 
 20 
pago de un tributo”33 o también “el acontecimiento material, acto o negocio jurídico, 
estado o situación de una persona, actividad de un sujeto, que concreta la 
manifestación de riqueza que se quiere gravar”34.  
Por su parte, la Corte Constitucional respecto de lo anterior, en providencia del 
2009, manifestó:  
“Refiriéndose de manera particular a la autonomía de las entidades 
territoriales en materia tributaria, y más concretamente a la potestad que 
la Constitución les reconoce para la imposición de gravámenes, la 
jurisprudencia ha hecho ver que aunque de la lectura del artículo 338 
superior parecería deducirse una total autonomía impositiva de los 
departamentos y municipios, sin embargo ello no es así, pues dicha 
disposición debe interpretarse en íntima relación con el artículo 287-3 de 
la Carta, conforme al cual tal autonomía impositiva se encuentra 
subordinada tanto a la Constitución como a la ley. De lo anterior ha 
concluido la Corte que para efectos de establecer un impuesto municipal 
se requiere siempre de una ley previa que autorice su creación, y que 
sólo cuando se ha creado legalmente el impuesto, los municipios 
adquieren el derecho a administrarlo, manejarlo y utilizarlo. Asimismo, la 
jurisprudencia ha admitido que los elementos de la obligación tributaria 
sean determinados por las asambleas departamentales y los concejos 
distritales y municipales, pero dentro de unos parámetros mínimos que 
deben ser señalados por el legislador. Estos parámetros mínimos son 
dos: (i) la autorización del gravamen por el legislador, y (ii) la delimitación 
del hecho gravado con el mismo”35. 
                                                          
33 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., CURSO DE DERECHO TRIBUTARIO, PROCEDIMIENTO Y RÉGIMEN SANCIONATORIO. OP. 
CIT., Pag. 309 
34 Ibid. Pag 317.  
35 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-035 de 2009 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra: enero 27 
de 2009) 
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Del mismo modo, el Consejo de Estado en la sentencia antes referenciada, del 9 de 
julio de 2009, manifestó:  
“La anterior jurisprudencia que ahora se acoge, resulta acorde incluso 
con la reciente posición adoptada por la Corte Constitucional en la 
sentencia C-035 del 2009, que, siguiendo el criterio plasmado en las 
diferentes sentencias de esa Corporación que han sido citadas en esta 
oportunidad, ha indicado que “la jurisprudencia ha admitido que los 
elementos de la obligación tributaria sean determinados por las 
asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales, pero 
dentro de unos parámetros mínimos que deben ser señalados por el 
legislador: (i) la autorización del gravamen y (ii) la delimitación del hecho 
gravado (…)”.36 
En síntesis, se tiene que la doctrina académica y la jurisprudencia; tanto 
Constitucional como Contencioso Administrativa, están de acuerdo con en el punto 
acotado. Así las cosas, se considera que, en el escenario presentado, podría 
decirse que esta es una posición que satisface a todos los principios 
constitucionales que rigen las potestades tributarias territoriales. En efecto, no 
desconoce la reserva de ley ni la autonomía territorial y logra estar en consonancia 
con el modelo de Estado planteado por la Constitución (República Unitaria 
descentralizada con autonomía de sus entidades territoriales), empero, sigue siendo 
una posición propia de un vacío legal y no soluciona el problema de raíz; se 
establecen mínimos, pero no máximos, lo que en la práctica sigue ocasionando 
problemas de competencia normativa entre Nación y entes locales, como también 
graves problemas de seguridad jurídica por depender únicamente de 
pronunciamientos jurisprudenciales. En este sentido, se procederá a analizar un 
caso práctico relacionado con la territorialidad del ICA, producto de la última reforma 
                                                          
36 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Proceso 16544 (C.P. Martha 
Teresa Briceño de Valencia; Julio 9 de 2009). 
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tributaria, Ley 1819 de 2016, en donde se podrán evidenciar los problemas 
planteados en el presente capítulo. 
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CAPITULO 2. CASO TERRITORIALIDAD ICA 
 
I. ELEMENTOS ESENCIALES DEL TRIBUTO EN LA TEORÍA DEL HECHO 
GENERADOR 
Con miras a acercarnos al caso objeto de estudio del presente capítulo, es 
necesario precisar algunos aspectos generales del derecho tributario como son, los 
elementos que componen al tributo en su sentido general, de esa forma, nos vemos 
en la necesidad de traer a colación la “Teoría del Hecho Generador”-mayoritaria en 
la doctrina- para este propósito. La definición de dicha estructura jurídica de los 
tributos resulta sumamente importante, en el entendido que, estamos en un Estado 
Social de Derecho, por consiguiente, el Principio de Legalidad37 permea todo el 
ordenamiento jurídico. En consecuencia, para que sea jurídicamente viable el 
nacimiento de la obligación tributaria, es necesario que, ex ante, se defina de 
manera clara a nivel normativo (Congreso de la Republica, Asambleas 
Departamentales y Consejos Municipales) el gravamen, esto es, determinar cada 
uno de sus elementos (sujetos activos y pasivos, hechos y bases gravables, y tarifas 
de los impuestos), tal como lo menciona el artículo 338 de la Constitución Política 
colombiana38 . 
En este orden de ideas, la llamada “Teoría del Hecho Generador” plantea que la 
estructura jurídica de los tributos, es decir, los elementos esenciales del gravamen 
que componen la obligación tributaria, se decantan de: en primer lugar, el elemento 
                                                          
37 Véase a INSGNARES en JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA Y SUS FUNDAMENTOS 
CONSTITUCIONALES / EDITOR JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ; GABRIEL MUÑOZ MARTÍNEZ [Y OTROS]. (2015): ‘’Conviene 
diferenciar el principio de legalidad, entendido como proclamación de la supremacía jerárquica de la ley, que 
impone a los poderes públicos una vinculación positiva a su contenido, del principio de reserva de ley, como 
exigencia de que determinadas materias sean objeto de regulación, precisamente a través de disposiciones o 
norma con el rango de ley -como es el caso de la reserva de ley tributaria-. No obstante, en Colombia la reserva 
de ley tributaria cobra un carácter relativo, toda vez que se exige la definición de los elementos esenciales en 
el texto legal y se da cabida a que algunos elementos de carácter sustancial sean definidos por otros actores, 
en virtud de consideraciones técnicas o por razones de autonomía -como es el caso de las Entidades 
Territoriales-”.  
38 Artículo 338. En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales y los concejos 
distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los 
acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas 
de los impuestos (…). 
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objetivo del gravamen, el cual consta de un aspecto material, un aspecto temporal39, 
un aspecto espacial y un aspecto cuantitativo; y de un elemento subjetivo, dentro 
del cual se encuentran el sujeto activo y el sujeto pasivo 40. Tal como se puede 
observar en la siguiente gráfica: 
  
Ilustración 1, Teoría del Hecho Generador. Fuente, Ramón Andrés De los Ríos.  
 
Es decir, en nuestro ordenamiento para que un gravamen territorial sea ajustado a 
derecho y pueda nacer la obligación tributaria, el poder impositivo (Nación y 
Entidades Territoriales) debe haber establecido, previamente, todos los elementos 
esenciales que se identifican a partir de la teoría del hecho generador y que, en el 
caso colombiano, se encuentran consagrados en el artículo 338 de la Constitución 
Política. Para entender mejor la teoría, resulta necesario explicar cada uno de los 
elementos que componen la estructura tributaria que se presenta en esta.  
                                                          
39 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., LOS TRIBUTOS TERRITORIALES EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO : UN 
ANÁLISIS CRÍTICO. Op. Cit.,. Pag 119. 
40 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., CURSO DE DERECHO TRIBUTARIO, PROCEDIMIENTO Y RÉGIMEN SANCIONATORIO. OP. 
CIT., Pag 316.  
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Sujeto Pasivo
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Para empezar, el elemento subjetivo, el cual se define en palabras de MARIN 
ELIZALDE como “el elemento que corresponde a la conexión con un sujeto pasivo, 
que normalmente estará a cargo del cumplimiento de la obligación, y de un sujeto 
activo, acreedor del tributo”41. Expresado de otra manera, por medio de este 
elemento, se determinan los sujetos participes de la relación obligacional tributaria 
dentro de la estructura jurídica de los tributos. Es decir, quién puede ejercer el 
derecho de crédito y quién está obligado a cumplir la carga económica.  
Es menester mencionar que, frente al sujeto pasivo existe un mayor desarrollo 
doctrinario, en donde se habla de contribuyente, responsable, sustituto y agentes 
de retención42. No obstante, dichos conceptos no tendrán desarrollo en el presente 
trabajo, debido a que, carecen de trascendencia practica en el caso a analizar, por 
ello, entenderemos contribuyente en sentido amplio como sujeto pasivo. Frente al 
sujeto activo, es importante precisar que, en sentido general, es el Estado quien 
ejerce dicha posición, sin embargo, en el caso de los tributos locales, el ejercicio del 
estatus activo en la relación obligacional tributaria es descentralizado y se establece 
en cabeza de Municipios y Departamentos, según se trata de tributos municipales 
o departamentales.  
Por su parte, el elemento objetivo se explica a través de cada uno de sus aspectos, 
así, en primer lugar, el aspecto material se refiere al presupuesto fáctico 
demostrativo de capacidad económica, que ejecutado por el sujeto pasivo da 
nacimiento a la obligación tributaria43, es decir, es el supuesto de hecho consagrado 
en la norma, que una vez realizado por un sujeto, denota la existencia de su 
capacidad económica, de ahí que, se convierta en contribuyente y, con ello, de lugar 
al nacimiento de la relación jurídico tributaria. En segundo lugar, se encuentra el 
aspecto temporal, el cual se encarga de identificar el momento preciso, en el que el 
presupuesto fáctico demostrativo de capacidad económica se considera realizado, 
                                                          
41 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., CURSO DE DERECHO TRIBUTARIO, PROCEDIMIENTO Y RÉGIMEN SANCIONATORIO. Op. 
Cit.,. Pag 316. 
42 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., LOS TRIBUTOS TERRITORIALES EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO : UN 
ANÁLISIS CRÍTICO. OP. CIT., .Pag 124-127. 
43 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., CURSO DE DERECHO TRIBUTARIO, PROCEDIMIENTO Y RÉGIMEN SANCIONATORIO. Op. 
Cit., Pag 317 
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de esto resulta que, se puedan clasificar los tributos en instantáneos o periódicos, 
dependiendo de si dicho supuesto de hecho se entiende ejecutado en un solo 
momento -IVA- o en diferentes momentos dentro de un periodo de tiempo –Renta-
44.  
En tercer lugar, dentro de la estructura obligacional del tributo es necesario que se 
defina o cuantifique la prestación que estaría a cargo del contribuyente-sujeto 
pasivo, para ello, se emplea el aspecto cuantitativo, el cual se encarga de valorar, 
en términos económicos, la capacidad contributiva que se desprende de la 
ejecución del supuesto de hecho consagrado en la norma. Para este fin, se han 
empleado dos herramientas, en primer lugar, la base gravable, entendida como una 
porción de bienes sujetos a valoración pecuniaria y, en segundo lugar, la tarifa, que 
es un porcentaje de ese valor asignado al conjunto de bienes; 
complementariamente, la base gravable y la tarifa, determinan el importe económico 
de la prestación tributaria a cargo del contribuyente.  
Por último, la estructura obligacional del tributo requiere que su aplicación se 
circunscriba a determinado territorio, es decir, se especifique con precisión el 
espacio geográfico en donde el gravamen tendrá lugar, o, en otras palabras, el lugar 
en el cual debe tener ocurrencia el presupuesto de hecho45 o aspecto material del 
tributo que da nacimiento a la obligación tributaria, para ello, dentro de la “Teoría 
del hecho generador” se encuentra el aspecto espacial, el cual posee una gran 
relevancia, ya que, por medio de este aspecto del elemento objetivo, además de lo 
anterior, en ultimas, se logra identificar al sujeto activo de la relación jurídico-
tributaria46, es decir, a la parte de la relación tributaria con la facultad exigir el 
cumplimiento de la prestación. Esto tiene sentido toda vez que, quien ejerce dicha 
posición activa en la relación tributaria, como regla general, es el Estado, y como 
tal, ejerce su soberanía dentro de un determinado espacio territorial, que será el 
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mismo en donde deberá ejecutarse el supuesto de hecho demostrativo de 
capacidad económica, que da lugar al nacimiento de la obligación tributaria.  
Dado que, en el ordenamiento jurídico colombiano, el Estado como sujeto activo de 
la relación jurídico-tributaria, puede ser la Nación, en tributos nacionales, o las 
Entidades Territoriales (Departamento y Municipio), en el caso de los gravámenes 
locales, es pertinente precisar algunas particularidades del aspecto territorial en 
cada situación, con el fin de limitar el objeto de estudio de este trabajo.  
Así, en el caso de los gravámenes nacionales, el aspecto espacial del tributo tiene 
un enfoque internacional, en el entendido que, producto de la globalización, los 
contribuyentes hacen presencia en varios países masivamente y, como resultado 
de ello, se presentan conflictos respecto a qué Estado -entendido como Nación- en 
el ejercicio de su soberanía, puede adjudicarse la posición activa en las relaciones 
tributarias resultantes de ese tráfico de sujetos y actividades de un país a otro. 
Luego, este punto en específico se encuentra ampliamente desarrollado por el 
Derecho Tributario Internacional, por lo que no se realizará un análisis profundo al 
respecto, además, no presenta mayor utilidad con relación al tema principal del 
presente trabajo de investigación.  
Por su parte, frente al aspecto espacial de los tributos locales, el conflicto se traslada 
a los Entes Territoriales, es decir, serán los Municipios y Departamentos quienes se 
verán envueltos en controversias tendientes a determinar quién es el competente, 
según el territorio en el que se aplica el gravamen, para exigir el cumplimiento de la 
prestación tributaria al contribuyente, por ende, será el derecho interno el encargado 
de brindar solución al problema de la territorialidad, lo que es precisamente el objeto 
de estudio del presente documento.  
En suma, se ha explicado la “Teoría del Hecho Generador”, teniendo en cuenta que 
resulta de gran importancia para el presente trabajo, puesto que, permite identificar 
los elementos esenciales que componen los tributos y, como se ha expresado, la 
necesidad de que estos confluyan para que sea jurídicamente viable el nacimiento 
del tributo. Así mismo, se reitera que la Constitución Política colombiana establece 
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en cabeza de la Nación y las Entidades Territoriales, la facultad de regular los 
elementos mencionados para los gravámenes locales, sin embargo, como se 
advirtió desde el primer capítulo, no hay coordinación entre estos a la hora de 
ejercer dicha atribución.  En ese sentido, conviene advertir que, el caso analizado 
en el presente trabajo investigativo se concentrará en la competencia normativa de 
Nación y entes locales, para regular el aspecto espacial en los tributos territoriales.  
De esa manera, se procede al estudio del ICA para identificar los elementos 
esenciales del mismo, por ser este un impuesto territorial que, además de tener una 
gran importancia para los recursos municipales, ha generado fuertes debates en 
referencia al espacio geográfico en donde se ejecuta el aspecto material y, por ende, 
el municipio en el cual se concentra la posición activa del impuesto.  
II. ESTRUCTURA JURÍDICA DEL ICA 
Como se evidencio en el acápite anterior, resulta necesario, antes de ahondar en el 
planteamiento del caso, esbozar, de manera sumaria, la estructura jurídica del ICA, 
con la intención de ofrecerle al lector una idea general de los elementos esenciales 
del impuesto para, posteriormente, analizar a profundidad lo relativo al aspecto 
espacial o elemento territorial de este y su respectivo problema jurídico que, como 
se ha insistido a lo largo de este documento, proviene de la ausencia de 
coordinación en las competencias normativas de Nación y Entidades Territoriales, 
a la hora de regular los elementos esenciales de los tributos locales.  
Para empezar, el ICA, entendido como el gravamen a la realización de actividades 
industriales, comerciales y de servicios, es un impuesto territorial en cabeza de los 
Municipios, el cual se encuentra regulado en la Ley 14 de 1983, norma que fue 
compilada en el Decreto Ley 1333 de 1986 (Código de Régimen Municipal)47 y, esta 
última, modificada por la Ley 1819 del 2016. En consecuencia, a partir de las 
disposiciones legales mencionadas se decantan los elementos esenciales de este 
impuesto, así, por ejemplo, en los artículos 197, 198 y 199 del Decreto Ley 
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mencionado (modificado por el artículo 345 de la Ley 1819 de 2016), se consagra 
el aspecto material del impuesto y en el artículo 196 (modificado por el artículo 342 
de la Ley 1819 de 2016), el aspecto cuantitativo de este. Frente al aspecto temporal 
y el elemento subjetivo, se harán ciertas precisiones más adelante, pues no existe 
una regla especial que los regule, no obstante lo anterior, a partir del conjunto 
normativo enunciado se logra identificarlos, de ahí que, a pesar del vacío legal 
existente en este punto, sea posible inferir su contenido. Por otro lado, el aspecto 
espacial se desarrollará debidamente en el último acápite del presente capítulo, por 
ser este el punto de partida para exponer el objeto de estudio de esta investigación, 
por lo tanto, requiere de un espacio más amplio para su análisis.  
Así las cosas, se debe empezar por afirmar que, el aspecto material del ICA consiste 
en la materialización o ejecución de las actividades industriales, comerciales y de 
servicios por parte de los contribuyentes, dichas actividades entendidas como 
supuestos facticos demostrativos de capacidad económica que, una vez realizadas, 
desencadenan en el nacimiento de la relación obligacional tributaria propia de este 
impuesto territorial. Como se mencionó líneas arriba, se encuentran definidas, a 
nivel legal, cada una de las actividades que constituyen el aspecto material del ICA, 
en este orden de ideas, con respecto a la actividad industrial, se establece que será 
considerada como tal, la producción, extracción, fabricación, confección, 
preparación, transformación, reparación, manufactura y ensamblaje de cualquier 
clase de materiales o bienes48, seguidamente, se define la actividad comercial como 
aquella destinada al expendio, compraventa o distribución de bienes, y las demás 
que defina el Código de Comercio49.  
Por último, frente a la actividad de servicios, la norma dispone que se entenderán 
por tal, las labores ejecutadas sin que medie relación laboral entre quien contrata y 
quien desarrolla el trabajo, el cual consistirá en obligaciones de hacer exigibles al 
contratado, además, dichos servicios deberán ser susceptibles de valoración 
monetaria con miras a que sean retribuidos en dinero o en especio como 
                                                          
48 Código de Régimen Municipal [CRM]. Decreto Ley 1333 de 1986. Arts.197, 198 y 199. Abril 25 de 1986 
(Colombia). Art. 197 
49 Ibid. Art. 198 
 30 
contraprestación50. Respecto de esta última actividad, cabe mencionar que su 
definición se encuentra consagrada en el artículo 345 de la Ley 1819 de 2016, el 
cual modificó el artículo 199 del Decreto Ley 1333 de 1986, lo novedoso de este 
punto, consiste en la posibilidad de gravar con el ICA el ejercicio de las profesiones 
liberales51, tema que, si bien pertenece a otro espacio de discusión, resulta 
relevante mencionar.  
Con relación al aspecto cuantitativo del ICA, encargado de determinar el monto de 
la obligación a cargo del contribuyente y a favor del Municipio, este se encontraba 
consagrado en el artículo 196 del Código de Régimen Municipal, el cual fue 
modificado por el artículo 343 de la Ley 1819 del 2016, en donde se define la base 
gravable del impuesto en los siguientes términos: “La base gravable del impuesto 
de industria y comercio está constituida por la totalidad de los ingresos ordinarios y 
extraordinarios percibidos en el respectivo año gravable, incluidos los ingresos 
obtenidos por rendimientos financieros, comisiones y en general todos los que no 
estén expresamente excluidos en este artículo”52, es decir, en términos contables, 
la base gravable se integra por los ingresos brutos recibidos en el periodo gravable 
inmediatamente anterior.  
El mismo artículo, refiriéndose a la tarifa aplicable a esos ingresos brutos, dispone 
que será establecida por los municipios, para lo cual deberán tener en cuenta los 
parámetros establecidos por el legislador, los cuales son “del dos al siete por mil (2-
7 x 1.000) para actividades industriales, y del dos al diez por mil (2-10 x 1.000) para 
actividades comerciales y de servicios”53, dentro de esos parámetros los consejos 
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municipales, en ejercicio de la autonomía territorial del Municipio, establecerán, por 
medio de un acuerdo municipal, la tarifa que consideren pertinente para su territorio.  
Ahora bien, frente al aspecto temporal del ICA, cabe anotar que este es un impuesto 
de periodo, esto es así porque, a pesar de que se entiende causado en el momento 
en el que se ejecuta alguna de las actividades gravadas (Industrial, Comercial y de 
Servicios), solo se consolida efectivamente la obligación tributaria al final del 
respectivo periodo, cuando se tiene certeza respecto al valor total de los ingresos 
brutos provenientes de la realización del aspecto material del tributo y obtenidos 
dentro del lapso de tiempo en cuestión54. Este periodo de exigibilidad del pago de 
la obligación, como regla general para todos los municipios es anual, por lo tanto, 
se trata de un impuesto cuya obligación corresponderá a los ingresos netos 
obtenidos por el contribuyente durante el año inmediatamente anterior. Sin 
embargo, en contraposición a esta regla general, se presenta una excepción para 
el caso de Bogotá, según la cual, en este municipio el periodo de liquidación no es 
anual sino bimestral, esto como resultado de la facultad otorgada a esta entidad 
territorial por el Decreto 1421 de 1993 (Estatuto Orgánico de Bogotá)55, en donde 
se le reconocen ciertas prerrogativas especiales, como consecuencia de su posición 
de Distrito Capital. En síntesis, mientras en Bogotá se liquida el ICA de forma 
bimestral, en el resto de los Municipios se hace anualmente.  
Aún queda por agotar, lo referente a los sujetos participes de la relación jurídica 
tributaria propia del ICA o elemento subjetivo de este impuesto dentro de la “Teoría 
del Hecho Generador”. En ese sentido, como se ha reiterado a lo largo de este 
escrito, corresponde a los municipios la posición activa del gravamen, es decir, les 
corresponde a estos entes territoriales la facultad de exigirles a los contribuyentes 
el cumplimiento de la obligación tributaria, como consecuencia del desarrollo de las 
actividades gravadas por el ICA dentro de su jurisdicción.  
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Como consecuencia de la importancia y el extenso desarrollo que existe respecto 
del sujeto pasivo, no solo en el ICA, sino en el derecho tributario en general, lo que 
demandaría un profundo análisis, resulta prudente limitarse a dejar sentado que el 
sujeto pasivo de esta relación será aquel que ejecuta la actividad gravada por el 
impuesto, dentro de la jurisdicción municipal, no obstante lo anterior, el artículo 177 
de la Ley 1607 de 2010, establece de manera específica a quienes corresponde la 
obligación, en ese sentido, de conformidad con la norma citada, serán sujetos 
pasivos de los impuestos municipales (entre estos el ICA) y departamentales: “las 
personas naturales o jurídicas, las sociedades de hecho y aquellas en quienes se 
realice el hecho gravado a través de consorcios, uniones temporales, o patrimonios 
autónomos en que figure el hecho generador del impuesto”, respecto de los 
patrimonios autónomos, se agrega que serán responsables del cumplimiento de la 
prestación tributaria, los fideicomitentes y/o los beneficiarios de este56.  
Habiendo agotado lo referente a la estructura jurídica de los tributos en general y 
particularmente la del ICA, se procede a adelantar el análisis del caso en concreto, 
para lo cual, es importante tener en cuenta que, el sujeto activo del ICA es el 
municipio, concebido como el ente territorial, punto sobre el que no existe discusión 
alguna. Sin embargo, dada la naturaleza de las actividades que se gravan por medio 
de este impuesto, surgen numerosos conflictos a la hora de determinar el espacio 
territorial en donde se materializa o desarrolla la respectiva actividad, ya que, cabe 
la posibilidad de que estas se ejecuten en varias jurisdicciones simultáneamente e 
incluso el poder combinar el ejercicio de las mismas, por lo que existirán casos en 
donde el contribuyente desempeñe en conjunto todas las actividades (Industrial, 
comercial, y de servicios) en varios municipios, dentro de un mismo periodo 
gravable, de ahí que, se haya trasladado el problema de la territorialidad a la falta 
de certeza a la hora de establecer la parte activa del gravamen, es decir, definir qué 
municipio se encuentra facultado para exigir el cumplimiento de la obligación 
tributaria.   
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En ese contexto, el Consejo de Estado se ha visto en la obligación de decidir 
múltiples controversias en torno al aspecto espacial del ICA, lo que ha propiciado la 
creación de reglas jurisprudenciales relacionadas con la territorialidad, las cuales, 
fueron elevadas a rango legal por el Congreso de la Republica en el artículo 343 de 
la Ley 1819 de 2016, incluyendo algunas de su creación. Cabe mencionar que, 
antes de 1991, mediante el artículo 77 de la Ley 49 de 1990, ya el poder legislativo 
había establecido reglas de territorialidad en torno a la actividad industrial, dejando 
así un vacío legal frente a las demás actividades, lo que propició el desarrollo 
jurisprudencial y legal expuesto con el cual se pretende zanjar la discusión acerca 
de, ¿Dónde se entienden ejecutadas las actividades gravadas? y, en consecuencia, 
¿Qué municipio ejerce la posición activa en la relación obligacional tributaria del 
ICA?, sin embargo, algunos municipios como Medellín no han integrado las reglas 
de la Ley 1819 a su ordenamiento local, amparándose en la autonomía territorial 
que les otorga la Carta Política colombiana de 1991, lo que nos lleva a el problema 
de atribución normativa que existe entre Nación y entes locales, presentado en el 
primer capítulo.  
Expuesto lo anterior, se da paso al tercer acápite de este capítulo, en donde se 
expondrán, con detenimiento, las reglas de territorialidad del ICA establecidas por 
el legislador y el régimen municipal que se presenta en el caso de Medellín para, 
posterior a ello, someter el presente asunto en el cual se presenta un choque de 
principios constitucionales, a un análisis de ponderación y así determinar la 
competencia normativa de Nación y entes locales para regular el aspecto espacial 
en los tributos territoriales, en particular frente al ICA, toda vez que, como se indicó 
en el primer capítulo, existe un vacío legal frente a la coordinación de las potestades 
normativas de los titulares del poder impositivo territorial, a la hora de regular los 
elementos esenciales de los tributos.  
III. TERRITORIALIDAD EN EL ICA 
Antes de dar inicio a la explicación de las normas de territorialidad creadas por el 
legislador, es pertinente, reiterar la importancia del aspecto espacial en la estructura 
jurídica del ICA, así pues, con la identificación del espacio geográfico en el cual se 
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entiende realizada la actividad gravada57, se conoce con certeza, cuál será el sujeto 
activo de la relación obligacional del ICA, lo que facilitará al contribuyente el 
cumplimiento de la obligación tributaria en el lugar que corresponda, ya que,  el 
sujeto pasivo podrá desplegar, de manera anticipada, una serie de conductas 
tendientes a satisfacer la prestación a su cargo, lo que en ultimas, propicia la 
efectividad en el recaudo del tributo.  
A. Estatuto Tributario Ley Nacional (Ley 1819 de 2016) 
El problema jurídico expuesto en torno al ICA, se deriva principalmente de la 
naturaleza de la actividades gravadas con este impuesto, esto es así, debido a la 
dificultad que existe para determinar con certeza el lugar en donde estas se 
ejecutan, puesto que, su realización implica, en muchos casos, desplegar conductas 
en varios municipios diferentes, los cuales, a la hora de liquidar el impuesto, 
terminan por imponerle múltiples cargas a los contribuyentes. Esta figura se conoce 
doctrinariamente como la doble imposición y, a pesar de que este problema se 
presenta tanto a nivel interno como a nivel internacional, en el presente documento 
se limitará a la “doble imposición local”, pues corresponde en este momento 
ahondar en la problemática entre las Entidades Territoriales facultadas para gravar 
el ICA; y su posible solución, por medio de las reglas de territorialidad. 
Así, es menester mencionar que, previo a la expedición de las reglas creadas por la 
Ley 1819 de 2016, ya se había planteado, por parte de la Corte Constitucional58, el 
problema de la territorialidad en el ICA y, así mismo, dicha corporación había 
planteado la necesidad de que el legislador presentara una solución eficiente, así, 
en Sentencia del 22 de febrero del 2006, el tribunal superior constitucional, expuso: 
“La Corte considera que es conveniente la expedición de normas legales 
que con carácter general señalen pautas, orientaciones, regulaciones o 
limitaciones relativas al factor territorial como determinante del sujeto 
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activo del impuesto de industria y comercio, para evitar situaciones de 
doble tributación por el mismo hecho económico, o conflictos entre las 
administraciones municipales y los contribuyentes, suscitados por la 
actuación administrativa a la hora de liquidar el tributo de industria y 
comercio, en aquellos casos en los cuales las actividades gravadas 
presentan elementos que se vinculan a más de un municipio”59. 
En la exposición de motivos de la Ley 1819 de 2016, se puede evidenciar la 
intención del legislador de solucionar los múltiples problemas generados por la 
desrregularización del aspecto espacial del ICA, lo cual, no solo ha sido un problema 
identificado por la Corte Constitucional, sino que también, se ha hecho notorio con 
la alta litigiosidad presentada sobre el particular a instancias del Consejo de Estado; 
así pues, se manifestó lo siguiente en dicha exposición de motivos:  
“En concordancia con lo señalado por la Comisión de Expertos, el 
Impuesto de Industria y Comercio presenta las siguientes dificultades 
generales: i) castiga de manera fuerte la eficiencia económica por los 
efectos cascada que conlleva; ii) la multiplicidad de actividades gravadas, 
tarifas, bases y calendarios hace que los costos de cumplimiento del 
impuesto sean elevados; y iii) la falta de claridad en la definición de 
territorialidad hace que el impuesto carezca de equidad, generando 
disputas entre regiones”.60 
Negrita fuera del texto original.  
Así las cosas, el legislador, en respuesta al llamado hecho por la Corte 
Constitucional y los múltiples litigios originados en la territorialidad, expidió la Ley 
1819 del 2016, dentro de la cual, en el artículo 343 se consagraron las reglas 
aplicables a todos los municipios para identificar el aspecto espacial del ICA. Estos 
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parámetros serán desarrollados en el presente documento, por medio del análisis 
de su aplicación en las actividades que componen el gravamen (Industrial, 
Comercial, y de Servicios), para ello, resulta necesario empezar por referirse 
concretamente a dichas actividades, con el fin de poner en evidencia la problemática 
que se presenta en cada una de ellas, a la hora de determinar el espacio geográfico 
en donde se ejecutan, y así, determinar la disposición que pretende atacar el 
problema y su respectivo antecedente en la jurisprudencia del Consejo de Estado, 
en caso de que esta exista.  
En primer lugar, frente a la actividad industrial, el principal problema relacionado con 
la territorialidad se presenta cuando el contribuyente que ejerce los supuestos de 
hecho de la actividad industrial en determinado municipio, comercializa, a su vez, el 
producto en un municipio diferente61, para facilitar su comprensión, se puede 
plantear mediante un ejemplo sencillo de la siguiente manera: un fabricante de cierto 
producto, que tiene asentada su sede fabril en el municipio de Pasto, vende, 
igualmente, ese artículo en Cali, Medellín y otros municipios, en consecuencia, a 
este contribuyente se le podría gravar con el ICA tanto en Pasto (por concepto de 
actividad industrial), como en los demás municipios donde vende su producto (por 
concepto de actividad comercial). Sin embargo, esta situación no se entendía 
razonable, por cuanto, aquel que fabrica un bien no lo hace con la intención de 
almacenarlo, es decir, el industrial realiza su actividad con el fin de comercializar el 
producto resultante de dicha labor, por lo que no es posible escindir una actividad 
de la otra y, en ese sentido, si se gravan las dos actividades se estaría imponiendo 
una doble carga tributaria al contribuyente sobre los mismos ingresos, de ahí que, 
en el caso de las actividades industriales, la regla de la territorialidad ya existiera 
desde 1990, por ende, el numeral 1 del artículo 343 de la Ley 1819 de 2016, se 
limitó a establecer:  
“1. En la actividad industrial se mantiene la regla prevista en el artículo 
77 de la Ley 49 de 1990 y se entiende que la comercialización de 
                                                          
61 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., LOS TRIBUTOS TERRITORIALES EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO : UN 
ANÁLISIS CRÍTICO. Op. Cit., Pag. 159. 
 37 
productos por él elaborados es la culminación de su actividad industrial y 
por tanto no causa el impuesto como actividad comercial en cabeza del 
mismo”.62 
En este sentido, al acudir al artículo 77 de la Ley 49 de 1990, se evidencia que la 
forma en como se le da solución al conflicto territorial entre el municipio en donde 
se asienta el industrial y el municipio en donde se comercializan los productos, es 
asignando la facultad de gravar o, más bien, estableciendo la posición activa de la 
relación jurídica del ICA, en el ente territorial en donde se encuentre ubicada la 
fábrica o planta industrial. De esta manera, a la hora de gravar la actividad, el 
municipio de la sede fabril deberá tener en cuenta que, la base gravable de dicha 
actividad industrial estará constituida por los ingresos brutos provenientes de la 
comercialización del producto en otros territorios63, sin que ello implique la ejecución 
de una actividad comercial.  
El parámetro planteado ha sido aplicado por el Consejo de Estado para resolver 
este tipo de conflictos territoriales, así, en decisión del 10 de julio de 2014, la 
controversia fue planteada de la siguiente manera por parte de esta corporación:  
“Para el efecto, la Sala deberá determinar si la actividad desarrollada por 
Papeles Nacionales S.A., en el municipio de Santiago de Cali, es una 
actividad comercial, independiente de la actividad industrial, como lo 
asevera la Administración de Impuestos de Cali, o si, por el contrario, es 
una extensión de la actividad industrial y, por ende, debía tributar en la 
sede fabril, como lo afirma la parte demandante. Básicamente se discute 
si los ingresos obtenidos por Papeles Nacionales S.A. por concepto de la 
comercialización en el municipio de Santiago de Cali, de lo producido en 
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la sede fabril de Papeles Nacionales S.A, constituye hecho generador del 
Impuesto de Industria y Comercio a favor del municipio demandado”64. 
Posteriormente, manifestó, de conformidad con la regla contenida en el artículo 77 
de la Ley 49 de 1990, lo siguiente:  
“Ha sostenido la Sala que la previsión de la norma obedece a que el 
hecho de producir mercancías para mantenerlas en inventario no permite 
la cuantificación de la base gravable ante la ausencia de ingresos y, 
además, a que todo industrial fabrica bienes principalmente con el 
fin de comercializarlos. 
También ha dicho esta Sección que la comercialización de la producción 
por parte del industrial no constituye actividad comercial, pues, de una 
parte, la actividad industrial necesariamente conlleva la comercialización, 
y de otra, porque no puede ser considerada como comercial la actividad 
que ya es calificada de industrial. En consecuencia, la producción de 
bienes y la comercialización de los mismos constituye actividad 
industrial y es en el municipio de la sede fabril en el que se debe 
pagar el Impuesto de Industria y Comercio sobre la totalidad de los 
ingresos generados por la venta de los bienes producidos”65. 
Negrita fuera del texto original 
Ahora bien, frente a la actividad comercial, entendiéndola como aquella consistente 
en el desarrollo de transacciones que, por regla general, pueden ser consideradas 
compra venta, se puede anticipar que, cuando se ejecuta la actividad por medio de 
establecimiento de comercio abierto al público o puntos de venta, no entraña mayor 
dificultad la identificación del lugar en donde se realiza la actividad comercial, pues 
en este caso, no cabe duda de que el contribuyente será gravado por el municipio 
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en donde se asientan las instalaciones o puntos de venta, no obstante, sí se 
presentan conflictos cuando la actividad se ejecuta por algún medio diferente, como, 
por ejemplo, cuando los vendedores se desplazan por el territorio nacional o las 
ventas se realizan por internet66. Dentro de este contexto, el legislador, por medio 
de la Ley 1819 de 2016, consagró las siguientes reglas:  
“2. En la actividad comercial se tendrán en cuenta las siguientes reglas: 
a) Si la actividad se realiza en un establecimiento de comercio abierto al 
público o en puntos de venta, se entenderá realizada en el municipio en 
donde estos se encuentren; 
b) Si la actividad se realiza en un municipio en donde no existe 
establecimiento de comercio ni puntos de venta, la actividad se 
entenderá realizada en el municipio en donde se perfecciona la venta. 
Por tanto, el impuesto se causa en la jurisdicción del municipio en donde 
se convienen el precio y la cosa vendida; 
c) Las ventas directas al consumidor a través de correo, catálogos, 
compras en línea, televentas y ventas electrónicas se entenderán 
gravadas en el municipio que corresponda al lugar de despacho de la 
mercancía; 
d) En la actividad de inversionistas, los ingresos se entienden gravados 
en el municipio o distrito donde se encuentra ubicada la sede de la 
sociedad donde se poseen las inversiones”.67 
Subrayado fuera del texto original.  
De la norma citada se desprende que, para determinar el lugar de ejecución de la 
actividad comercial gravada por el ICA, en primer lugar, deberá identificarse si la 
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actividad se ejerce mediante establecimiento de comercio abierto al público o no, 
dependiendo de eso el aspecto espacial estará definido por el lugar en donde están 
ubicados los puntos de venta, en caso de tenerlos, o el lugar en donde se 
perfecciona la compraventa  -donde se conviene precio y cosa-, cuando no hay 
establecimientos de comercio abiertos al público. Respecto de aquellos que ejercen 
la actividad comercial por medio de establecimiento de comercio, se debe precisar 
que, en congruencia con las normas de la actividad industrial, si dicho contribuyente 
es, además, el fabricante del producto, no podrá ser gravado por el desempeño de 
actividades comerciales sino únicamente por las industriales y en el municipio donde 
se ubica su sede fabril68.  
La regla del perfeccionamiento contractual presentada, tiene su antecedente en la 
jurisprudencia del Consejo de Estado, pues, a partir de sus decisiones se puede 
dilucidar una clara tendencia de adscribir al lugar en donde se perfeccione el 
contrato de compraventa, la facultad de ejercer la posición activa de la relación 
tributaria, en este sentido, en Sentencia del 28 de agosto de 2014, esta colegiatura, 
manifestó: 
“Es criterio uniforme y consolidado de la Sala, que su causación, 
cuando se trata de actividades comerciales de venta de bienes, tiene 
lugar en el sitio en que concurren los elementos del contrato de 
compraventa, (…). 
De manera, que más que circunscribir la realización de la “actividad 
comercial” al domicilio principal del contribuyente, lo que procede es 
establecer el “Domicilio de ejecución de los contratos, concepto que 
necesariamente se traduce en aplicar la ejecución de la actividad misma 
a la jurisdicción que el sujeto pasivo del ICA utiliza para lograr la 
consolidación de los negocios de los cuales deriva su ingreso”69. 
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Negrita fuera del texto original.  
Es así como, a partir de este desarrollo jurisprudencial, se decantó la regla de 
territorialidad establecida en la Ley 1819 del 2016. No obstante, en relación con las 
nuevas modalidades de ventas que han aparecido en los últimos años, podría surgir 
alguna discusión, por esta razón, la norma mencionada se pronunció al respecto y 
estableció el lugar de despacho de las mercancías como criterio para definir el 
aspecto espacial del ICA. De ahí que, respecto de actividades comerciales 
ejecutadas a través de correo, catálogos, compras en línea, televentas y ventas en 
internet, se pueda afirmar que, se entienden realizadas en el lugar en que se 
despachan los bienes objeto de las ventas, por ende, el municipio que ejerza 
jurisdicción en el lugar desde donde se envía la mercancía, será el sujeto activo de 
la relación obligacional tributaria70.  
Por último, en referencia al literal D de la norma citada supra, cabe mencionar que 
dicha disposición genera una suerte de conflicto jurídico, el cual se desprende de 
una discusión de antaño respecto de si los dividendos y las participaciones se 
encuentran gravadas con el ICA, en ese sentido, al mencionar la actividad del 
inversionista, sin ningún desarrollo complementario, se da lugar a múltiples 
interpretaciones, más aún, cuando constituye un tema sensible para el desarrollo 
económico de los particulares, OSORIO VESGA planteó el problema de esta 
manera y avizoró una posible discusión en torno a este literal del artículo 343 
mencionado fundamentada en vicios de constitucionalidad, puesto que, de algún 
modo, se estaría ampliando el aspecto material del impuesto, al incluir la “actividad 
de inversionista”, a pesar de que dicha actividad está vacía de contenido, por ende, 
vacía de tarifa, lo que podría verse atacado por la vía constitucional71. Esta es una 
discusión que aún se encuentra vigente, por lo tanto, el tiempo será el encargado 
de mostrar su desenlace en instancias legales y jurisprudenciales.  
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Sin embargo, no se profundizará en este asunto, debido a que no hace parte del 
objeto de estudio de este trabajo, por lo tanto, se acogerá la interpretación literal de 
la norma, en el entendido que la “actividad del inversionista” se considera una 
actividad comercial, la cual tiene como regla de territorialidad, que se gravará la 
operación del inversionista en la jurisdicción donde se ubica la sede de la empresa 
que posee las inversiones. Para ilustrarlo mejor, si un inversionista vive en el 
municipio de Pasto, pero tiene acciones en una empresa con sede en Cali, deberá 
declarar y pagar el ICA, resultante de su actividad, en la ciudad de Cali72.  
Pues bien, para finalizar el análisis de las normas de territorialidad del ICA 
establecidas por el legislador, se debe abordar la actividad de servicios, en ella, la 
dificultad para identificar el lugar de ejecución o aspecto espacial, se debe 
principalmente a su naturaleza, puesto que, al ser una actividad intelectual y 
personal, no necesariamente debe prestarse en una sede o establecimiento, por 
ende, implica tener en consideración los desplazamientos de la persona que la 
desarrolla. Aunado a lo anterior, los avances tecnológicos han generado que se 
presten nuevos servicios, los cuales se desarrollan de maneras no convencionales, 
como en el caso del servicio de internet y el de telefonía móvil, entre otros, lo que 
igualmente genera dificultades para determinar el lugar en donde se realizan73. En 
este contexto, se han consagrado en el artículo 343 de la Ley 1819 de 2016, las 
siguientes reglas:  
“3. En la actividad de servicios, el ingreso se entenderá percibido en el 
lugar donde se ejecute la prestación del mismo, salvo en los siguientes 
casos: 
a) En la actividad de transporte el ingreso se entenderá percibido en el 
municipio o distrito desde donde se despacha el bien, mercancía o 
persona; 
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b) En los servicios de televisión e Internet por suscripción y telefonía fija, 
el ingreso se entiende percibido en el municipio en el que se encuentre 
el suscriptor del servicio, según el lugar informado en el respectivo 
contrato; 
c) En el servicio de telefonía móvil, navegación móvil y servicio de datos, 
el ingreso se entiende percibido en el domicilio principal del usuario que 
registre al momento de la suscripción del contrato o en el documento de 
actualización. Las empresas de telefonía móvil deberán llevar un registro 
de ingresos discriminados por cada municipio o distrito, conforme la regla 
aquí establecida. El valor de ingresos cuya jurisdicción no pueda 
establecerse se distribuirá proporcionalmente en el total de municipios 
según su participación en los ingresos ya distribuidos. Lo previsto en este 
literal entrará en vigencia a partir del 1o de enero de 2018”.74 
Subrayado fuera del texto original. 
Por lo tanto, como regla general la actividad de servicios se entenderá realizada en 
el lugar en donde este se ejecute, es decir, en donde se despliegue la conducta 
personal dirigida a dar cumplimiento a un servicio solicitado por un contratante, con 
lo que no se añade nada a lo ya considerado para determinar el aspecto espacial 
del impuesto. No obstante, frente a ciertos servicios que presentaban mayores 
controversias, se establecieron algunas pautas especiales. Por ejemplo, en el caso 
del transporte se estableció que se gravará dicha actividad en el municipio en donde 
se despacha el bien, mercancía o persona, a pesar de que esta no era la posición 
jurisprudencial mayoritaria en el tema, como se observa en la Sentencia del 25 de 
julio del 2016 del Consejo de Estado, en la que afirmó:  
“(..) Se extrae que la delimitación del municipio que funge como sujeto 
activo del tributo, está dada en función del aprovechamiento que el 
contribuyente hace de la infraestructura de servicios, de mercado y de 
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los demás recursos de la entidad territorial, para realizar la actividad 
gravada.  
Lo anterior implica que el hecho generador del impuesto de industria y 
comercio se causa en el lugar en que está localizado el establecimiento 
de comercio de la persona jurídica (empresa de transporte) o natural que 
presta el servicio gravado, pues no basta, como ocurre en el caso del 
transporte marítimo o fluvial, que la embarcación salga del 
municipio para entender tal servicio se prestó en esa jurisdicción y, 
que por tanto, puede ser gravado con el tributo en mención”75. 
Negrita fuera del texto original 
Cómo se observa, mientras que la Ley 1819 del 2016 establece para el servicio de 
transporte, el lugar de despacho de la mercancía como determinante del aspecto 
espacial, la jurisprudencia citada, manifestó que debe ser el lugar en donde se 
encuentre el establecimiento de comercio, sin embargo, frente a este supuesto 
prima la disposición legal, por su jerarquía y, además, por ser posterior al fallo 
judicial.  
Por otra parte, para los servicios de televisión e internet por suscripción y telefonía 
fija, se indicó en la Ley 1819 del 2016 que, el suscriptor del servicio deberá indicar 
el lugar en donde se encuentra, por medio del contrato, y en dicho lugar se 
entenderá gravado el servicio76. Añádase a esto que, frente al servicio de telefonía 
móvil, navegación móvil y servicio de datos, se gravarán con ICA en el domicilio 
principal del usuario, según la información brindada por el usuario al momento de la 
suscripción del contrato, es decir, el municipio que ejerce la posición activa en este 
caso. Aunado a ello, el legislador, anticipándose a la dificultad que esto genera, 
estableció que aquellos ingresos que no se puedan adscribir plenamente a alguno 
de los entes locales implicados, se deberá distribuir proporcionalmente, vale la pena 
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aclarar, solo en el caso de los servicios de telefonía móvil, navegación móvil y 
servicio de datos.  
Lo hasta aquí descrito corresponde a lo regulado por el Congreso de la República 
en la Ley 1819 del 2016 con respecto al aspecto espacial del ICA, en ejercicio del 
poder impositivo que se le asigna por medio de la Constitución Política, por esta 
razón, estos parámetros son aplicables a todos los municipios, como se mencionó 
en el primer capítulo de este trabajo de invetigación. Sin embargo, algunas de las 
Entidades Territoriales, en ejercicio de las atribuciones que igualmente la Carta 
Política de 1991 les atribuye, principalmente amparadas en la autonomía territorial, 
han desarrollado el aspecto espacial del ICA para su jurisdicción, en particular.  
A modo de ejemplo, y debido a la gran importancia que reviste para el desarrollo 
económico del país, se analizará el desarrollo normativo de la territorialidad del ICA 
en el municipio de Medellín, para posterior a esto, efectuar un análisis de 
ponderación en relación con las competencias normativas de Nación y Entes 
Locales (Medellín) a la hora de regular los elementos esenciales de los tributos 
territoriales, específicamente, el aspecto espacial del ICA, esto, sin perder de vista 
el modelo del Estado colombiano -República Unitaria, Descentralizada con 
Autonomía Territorial- y las atribuciones normativas otorgadas al Congreso de la 
República, Asambleas Departamentales y Consejos Municipales para regular los 
tributos territoriales.  
B. Territorialidad en el ICA Medellín (Acuerdo Municipal 066 del 2017)  
El Concejo municipal de Medellín, en desarrollo de las facultades impositivas 
otorgadas por la Constitución Política de 1991, expidió el Acuerdo 066 del 2017, por 
medio del cual se consagran normas sustantivas aplicables a los tributos vigentes 
en su municipio, se resalta que, dicho acuerdo fue expedido con posterioridad a la 
Ley 1819 de 2016, con lo cual, se espera que, por medio de este, se adapten las 
disposiciones de orden legal aplicables para cada tributo, a su régimen municipal. 
Así las cosas, uno de los temas desarrollados por este fue la territorialidad o aspecto 
espacial del ICA, el cual es el objeto de estudio de este acápite.  
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En este orden de ideas, se anticipa que Medellín, en el artículo 65 del acuerdo 
mencionado, adoptó en su integridad las reglas de territorialidad que estableció la 
Ley 1819 del 2016, sin embargo, adicional a estas, consagró una regulación 
novedosa, en la cual se reglamenta una serie de actividades de servicios que el 
municipio titula de “economía digital” y se incorpora una pequeña regla para el caso 
en el que la actividad comercial se genere en virtud de un contrato suscrito con una 
entidad pública, la cual se aborda más adelante.  
Para empezar, en cuanto a la actividad industrial el Concejo Municipal, en el artículo 
65 del Acuerdo 066, mantiene la regla de la sede fabril, lo que se puede constatar 
con la lectura de la disposición municipal, así:  
“1. En la actividad industrial se declara y paga el impuesto en Medellín, 
siempre y cuando la planta o sede fabril se encuentre ubicada en este 
municipio. La comercialización que realiza el industrial de su producción 
propia es la culminación de su actividad y por tanto no causa el impuesto 
como actividad comercial en cabeza del mismo.”77 
Subrayado fuera del texto original. 
De la misma manera, frente a la actividad comercial se adoptan las mismas reglas 
ya analizadas de la Ley 1819 del 2016, no obstante, se consagra una regla que no 
se encontraba en dicha norma frente al desarrollo de la actividad comercial cuando 
esta se desprende de la suscripción de un contrato con una entidad pública, lo 
anterior se puede observar en el artículo 65 del Acuerdo Municipal 066, así:  
“2. En la actividad comercial se tendrán en cuenta las siguientes reglas:  
a. Si la actividad se realiza en un establecimiento de comercio abierto al 
público o en puntos de venta ubicados en Medellín, se entenderá 
realizada la actividad en este municipio.  
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b Si la actividad se realiza en este municipio, pero no existe 
establecimiento de comercio ni punto de venta, deberá tributarse en 
Medellín siempre y cuando se haya perfeccionado la venta en esta 
jurisdicción, por haberse convenido el precio y la cosa vendida.  
c. Las ventas directas al consumidor a través de correo, catálogos, 
compras en línea, televentas y ventas electrónicas se entenderán 
gravadas en el municipio, siempre y cuando corresponda al lugar de 
despacho de la mercancía.  
d. En la actividad de inversionistas, los ingresos se entienden percibidos 
en Medellín siempre y cuando el domicilio principal de la sociedad donde 
se poseen las inversiones se encuentre en esta jurisdicción.  
e. Cuando la actividad comercial se genere en virtud de un contrato 
suscrito con una entidad pública de cualquier orden, el impuesto se 
pagará en Medellín si la entidad contratante tiene su sede principal 
en esta jurisdicción o adelantó el proceso contractual en una sede 
ubicada en el municipio”.78  
Subrayado y negrita fuera del texto original.  
En congruencia con los temas ya abordados en el presente documento, se procede 
a explicar únicamente el literal e. de la norma referenciada, por ser el único aspecto 
novedoso frente a la Ley 1819 del 2016, no sin antes advertir, que se observan 
ciertas especificaciones y adiciones que Medellín efectúa sobre la norma que no se 
encontraban en la disposición nacional. Así las cosas, este literal e. se refiere al 
supuesto en el que una entidad pública, de cualquier orden, celebra un contrato con 
un particular, el cual tiene por objeto la comercialización de algún bien.  
En este sentido, el ejemplo más acorde sería el de la comercialización de licores, 
en donde la entidad contratante sería la Gobernación de Antioquia, quien es titular 
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del monopolio de licores en su jurisdicción y, para distribuir el producto, suscribe un 
contrato que tiene como objeto, precisamente, la comercialización del mismo. De 
ahí que, al aplicar la regla de territorialidad consagrada en el literal e. del Acuerdo 
066 del 2017, por estar en Medellín la sede principal de la Gobernación de Antioquia 
y haberse celebrado el contrato para comercializar el licor, será Medellín, como 
Entidad Territorial, quien liquide y grave con ICA la actividad comercial que se 
genera en virtud del contrato suscrito.  
No obstante, se reitera que la anterior regla de territorialidad es creada por Medellín, 
al parecer, en ejercicio de su autonomía territorial y no se encuentra consagrada en 
la norma general -Ley 1819 del 2016- aplicable a todos los municipios, en 
consecuencia, desde ya se puede plantear, de manera hipotética, una situación que 
generaría un supuesto de “doble imposición local”, en los siguientes términos:  
Medellín, aplicando sus normas de territorialidad, se adjudica la facultad de gravar 
con ICA las operaciones comerciales resultantes de la venta de licores por el 
contrato suscrito entre la Gobernación de Antioquia y la empresa X, así mismo, el 
Municipio de Sabaneta, quien aplica el régimen legal de territorialidad de la Ley 1819 
del 2016, liquidará, como será su derecho, el ICA sobre las mismas operaciones, 
toda vez que, aplica la regla de la sede fabril, ya que, en su jurisdicción se asienta 
la fábrica de la empresa X en donde se produce el licor.  
Con el anterior ejemplo, se pueden evidenciar, a grandes rasgos, los primeros 
choques generados por las reglas de territorialidad dispares entre los municipios, 
conflictos que desencadenan en supuestos de doble imposición, los cuales se 
retomaran en el tercer capítulo de este trabajo, para ser evacuados por la vía de la 
ponderación.  
Ahora bien, con respecto a la actividad de servicios la situación no es diferente, 
como se anticipó, Medellín adopta las mismas reglas de rango legal; la del servicio 
de transporte, la de servicios de televisión e Internet por suscripción y telefonía fija; 
y la del servicio de telefonía móvil, navegación móvil y servicio de datos, sin 
embargo, adicional a ello, crea nuevas normas de territorialidad aplicables a los 
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servicios que se prestan mediante el uso de las tecnologías de información y 
comunicación, propias de la economía digital, la cuales tampoco se encuentran 
reguladas en la Ley 1819 del 2016, así pues, el artículo 65 del referido Acuerdo 
Municipal, adopta las reglas generales de territorialidad, así:  
“3. En la actividad de servicios, el ingreso se entenderá percibido en 
Medellín cuando sea el lugar de prestación del mismo, salvo en los 
siguientes casos:  
a. En la actividad de transporte el ingreso se entenderá percibido en el 
municipio, si de esta jurisdicción se despacha el bien, mercancía o 
persona. En el caso de compañías que realizan la intermediación entre 
transportadores y usuarios a través del uso intensivo de tecnologías de 
la información y comunicación, se aplicará la misma regla de 
territorialidad referida al lugar de donde se despacha el bien, la 
mercancía o persona.   
b. En los servicios de televisión e internet por suscripción y telefonía fija, 
se entiende percibido el ingreso en Medellín cuando el usuario se 
encuentre en este municipio según el contrato suscrito 
c. En el servicio de telefonía móvil, navegación móvil y servicio de datos, 
se debe tributar en Medellín siempre y cuando se haya informado en el 
contrato o documento de actualización, este municipio como domicilio 
principal del usuario. Las empresas de telefonía móvil deberán llevar un 
registro de ingresos discriminados por cada municipio o distrito, conforme 
la regla aquí establecida. El valor de ingresos cuya jurisdicción no pueda 
establecerse se distribuirá proporcionalmente en el total de municipios 
según su participación en los ingresos ya distribuidos”.79 
Seguidamente, el Consejo Municipal de Medellín, en el mismo artículo, introduce 
las reglas de territorialidad para los servicios que se prestan mediante el uso de 
                                                          
79 Acuerdo 066 de 2017 [Concejo de Medellín]. Por medio del cual se expide la normativa sustantiva aplicable 
a los tributos vigentes en el Municipio de Medellín. Noviembre 20 de 2017. Artículo 65. 
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tecnologías de la información y comunicación, propias de la economía digital, las 
cuales rezan así:  
d. Para las compañías que realicen actividades de servicios 
mediante el uso de tecnologías de información y comunicación ya 
sea para la intermediación, conexión, o prestación directa de 
servicios, se aplicarán las siguientes reglas:  
1. Las personas naturales, jurídicas o sociedades de hecho que presten 
servicios de economía colaborativa que permitan la conexión entre 
oferentes y demandantes, estarán gravados en Medellín por las 
operaciones, ventas y servicios que propiciaron en el municipio, según 
se indica a continuación: 
a. Cuando se realice la intermediación que permita la prestación de un 
servicio de transporte, estará gravada la actividad en Medellín cuando 
desde esta jurisdicción se despacha el bien, la mercancía o persona.  
b. Cuando se realice la intermediación que permita la prestación de un 
servicio de alojamiento, estará gravada la actividad en Medellín cuando 
el bien inmueble se ubique en esta jurisdicción.  
c. Cuando se realice la intermediación que permita la venta de bienes o 
mercancías, estará gravada la actividad en Medellín cuando el producto 
se despache desde esta jurisdicción.  
d. Para las demás actividades de intermediación que se realicen a través 
de las tecnologías de información y comunicación, serán gravadas en 
Medellín cuando el beneficiario se encuentre en esta jurisdicción o 
cuando según las reglas de territorialidad se concrete la actividad 
comercial o de servicios en este municipio. 
2. Las personas naturales, jurídicas o sociedades de hecho que presten 
servicios de descarga o consumo en línea de contenidos digitales, se 
gravarán en función de los suscriptores a sus servicios que informen 
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como domicilio la ciudad de Medellín o que teniendo la suscripción fuera 
del municipio realicen el consumo o descarga de los contenidos desde 
conexiones en la ciudad de Medellín.   
3. Las personas naturales, jurídicas o sociedades de hecho que presten 
servicios de procesamiento y almacenamiento masivo de datos se 
gravarán en función de los suscriptores a sus servicios que informen 
como domicilio la ciudad de Medellín, o que teniendo la suscripción fuera 
del municipio realicen el uso de las aplicaciones o subida de datos desde 
conexiones en la ciudad de Medellín.  
4. Las personas naturales, jurídicas o sociedades de hecho que presten 
servicios de correo electrónico, mensajería electrónica, software, y en 
general aplicaciones digitales, se gravarán en función de los suscriptores 
a sus servicios que informen como domicilio la ciudad de Medellín o que 
teniendo la suscripción fuera del municipio realicen el uso de las 
aplicaciones desde conexiones en la ciudad de Medellín”80. 
Subrayado y negrita fuera del texto original.  
Con el fin de poder plantear los conflictos jurídicos relativos a la nueva regulación 
introducida en Medellín en este punto, es necesario que, previamente, se analicen   
estas reglas de territorialidad aplicables a los servicios prestados a través de 
plataformas tecnológicas, propias de la economía digital. Luego, estos servicios, 
según el Acuerdo 066 de 2017, son: 1) servicios de economía colaborativa que 
permitan la conexión entre oferentes y demandantes, 2) servicios de descarga o 
consumo en línea de contenidos digitales, 3) servicios de procesamiento y 
almacenamiento masivo de datos y 4) servicios de correo electrónico, mensajería 
electrónica, software, en general aplicaciones digitales. Así las cosas, para explicar 
la aplicación práctica que tendría en cada caso la regla de territorialidad respectiva 
y, a su vez, mencionar los posibles conflictos jurídicos que se podrían presentar, 
                                                          
80 Acuerdo 066 de 2017 [Concejo de Medellín]. Por medio del cual se expide la normativa sustantiva aplicable 
a los tributos vigentes en el Municipio de Medellín. Noviembre 20 de 2017. Artículo 65. 
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tanto de doble imposición, como en los elementos esenciales del ICA, se abordará 
individualmente el servicio de economía colaborativa, por tener su regla de 
territorialidad propia, y, posteriormente, los demás servicios, en conjunto, por tener 
la misma regla de territorialidad.  
Servicios de economía colaborativa 
Para empezar, los servicios de economía colaborativa son aquellos que se prestan 
a través de plataformas digitales que fungen como intermediarias entre el 
consumidor y el oferente, verbi gracia, UBER, en el transporte; AIRBNB, en el 
alojamiento; y RAPPI, en aquellos casos en donde el servicio de intermediación 
tiene como fin  concretar la compraventa de productos, se usan estos nombres de 
aplicativos reconocidos mundialmente, con el fin de facilitar al lector el 
entendimiento de la figura, no obstante, la norma se refiere, en general, a cualquier 
plataforma que pueda llegar a desarrollar servicios de este tipo.  
Medellín establece que, gravará en su jurisdicción los servicios de economía 
colaborativa, por medio de las operaciones, ventas y servicios que se propician con 
la ayuda de estas plataformas dentro del municipio y, para entender que dichas 
operaciones, ventas y servicios, ocurrieron dentro del espacio geográfico del 
municipio, se consagraron ciertas reglas específicas de territorialidad.  
Así, en el caso de la intermediación que permite la prestación de un servicio de 
transporte -UBER y sus similares-, y en la intermediación que permite la venta de 
bienes o mercancías – RAPPI y sus similares- la regla consiste en entender gravada 
la actividad en Medellín, cuando desde esta jurisdicción se despacha el bien, la 
mercancía, persona o producto,  es decir, cuando el usuario de la plataforma solicite 
el servicio de transporte o realice la compra de algún producto, por medio de estas, 
y se lleve a cabo la respectiva operación, el ingreso que se desprende de tal 
operación se grava en Medellín, siempre y cuando el lugar de despacho esté dentro 
de la jurisdicción del municipio. 
Si bien la regla de territorialidad es traída de la Ley 1819 del 2016, pues guarda 
similitud con el planteamiento de las demas reglas de territorialidad, no puede 
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entenderse acorde, toda vez que, el legislador, en ningún momento, la contempló 
para estas actividades de economía digital, es decir, dichas actividades no están 
contempladas en el aspecto material del ICA regulado por el legislador, con lo que, 
desde ya, se puede dilucidar que Medellín, por medio de estas normas de 
territorialidad, lo que hace es ampliar el aspecto material del impuesto, es decir, 
crear nuevos hechos generadores de ICA, toda vez que, a pesar de poder 
entenderse comprendidas estas actividades de economía digital dentro de la 
definición de servicio, desde nuestra óptica, la trascendencia y especialidad que 
embargan los servicios de economía digital hace necesario que se constituyan como 
hechos generadores independientes, sería irresponsable no darle la trascendencia 
que se merecen estas nuevas actividades, propias del avance tecnológico.  
Así las cosas, para el caso de la intermediación que permite la prestación de un 
servicio de alojamiento -AIRBNB y similares-, la regla de territorialidad consiste en 
que la operación se entenderá realizada en Medellín y, por ende, es gravada en 
este municipio, cuando el bien inmueble por medio del cual se presta el servicio de 
alojamiento, esté ubicado en la jurisdicción de ese municipio. En este caso, no hay 
duda acerca de que la regla es creada por el Concejo de Medellín, por ende, solo 
tendra aplicación en dicha jurisdiccion, asi pues, ningún otro municipio aplicara esa 
regla por no pertenecer al regimen general creado en la Ley 1819, por lo cual, 
aumentan las posibilidades del nacimiento de conflictos de doble imposición local; 
y, frente a la ampliación del aspecto material, se sostiene lo mismo que en el 
supuesto planteado anteriormente, ya que, igualmente, esta no es una actividad que 
se encuentre consagrada dentro del aspecto material del ICA, en la Ley 1819 del 
2016. 
Por último, frente los servicios de intermediación por medio de plataformas digitales 
que no se encuentran incluidos en los supuestos  de transporte, alojamiento o 
intermediacion para la compraventa, se establece que, se entenderán realizados en 
Medellín cuando el beneficiario se encuentre en esta jurisdicción o cuando, según 
las reglas generales de territorialidad -Ley 1819 del 2016-, se concrete la actividad 
comercial o de servicios en este municipio, a partir de esto, surge otro conflicto, 
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debido a que, en la norma no se especifica quién se entiende como beneficiario ¿el 
prestador del servicio o el consumidor?, toda vez que, en este tipo de aplicaciones 
tanto oferente como consumidor se benefician de la aplicación. Por otra parte, al 
remitirse el acuerdo, a las reglas generales de territorialidad, únicamente de manera 
posterior a la aplicación de las normas creadas a nivel local, para su jurisdicción, lo 
esperado es que se generen una gran cantidad de situaciones de doble imposición 
entre los municipios, ocasionadas por la disparidad normativa que se presenta, ya 
que, en los otros municipios de Colombia no se aplicarán esas normas especiales 
del servicio de economía colaborativa, por no hacer parte del régimen legal de la 
Ley 1819 del 2016, mientras que Medellín aplicará sus normas especiales, 
causando así una “doble imposición local”, que es, precisamente, lo que buscó 
evitar el legislador con la expedición de las reglas de territorialidad para el ICA, 
según la última reforma tributaria.  
Aunado a los problemas anteriores, existe un elemento complejo de la sujeción 
pasiva en estos servicios de economía colaborativa que desencadena en la 
imposibilidad de gravar estos ingresos en la actualidad, para su entendimiento, se 
abordará por medio del ejemplo práctico de la aplicación UBER:  
Cuando se observa la realidad económica del conductor, este recibe únicamente un 
porcentaje del total del ingreso obtenido por el servicio de transporte, pues hay un 
procentaje que le corresponde a UBER, por lo tanto, si bien hay personas naturales 
prestando el servicio de transporte, ¿quién sería el sujeto pasivo real de la 
obligación tributaria?, la respuesta es que, quien en realidad presta el servicio de 
intermediación en servicio de transporte es UBER, es decir, este debería ser el 
sujeto pasivo de la relación obligacional tributaria, a pesar de que el conductor 
ejecuta la labor final de transportar al usuario, quien reporta los ingresos por la labor 
del conductor es UBER y eso hace que se traslade el conflicto a la esfera  
internacional, ya que, esta plataforma opera por medio de servidores ubicados en 
el exterior y sus matrices principales se encuentran fuera del país, por lo que se 
puede afirmar que el servicio de economía colaborativa ejecutado por UBER, se 
presta desde el exterior.  
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En ese orden de ideas, la inquietud que en principio es ¿A quién se puede gravar 
por los ingresos de UBER? O ¿Quién es el sujeto pasivo de la relación? hace que 
el conflicto se desborde, si se tiene en cuenta que, en nuestro ordenamiento no 
existe una norma que diga que los servicios prestados desde el exterior están 
gravados con ICA en los municipios de Colombia, lo que deja a Medellín en una 
situación de alta complejidad que, más allá de la legalidad o no de las normas 
mencionadas, impacta en su efectividad.  
Lo anterior, es aplicable a todas las plataformas de economía colaborativa que 
operen desde el exterior, otro sería el debate si las empresas que se dedican a estos 
servicios operaran en territorio colombiano, caso en el cual, sin embargo, se 
mantendría el problema planteado respecto de la determinación del sujeto pasivo, 
pues Medellín no discrimina entre cuál de las dos actividades que implica el 
desarrollo del servicio de economía colaborativa (intermediación digital y prestación 
del servicio) es la que se encuentra gravada, es decir, en el caso de plataformas 
similares a UBER, si el servicio es prestado por la plataforma o el servicio es 
prestado por el conductor, lo cual es necesario con razón a que el ingreso que se 
desprende de tal, es uno solo.  
A partir de lo anterior, se puede hablar de dos ingresos, el que se genera por la 
intermediación y el que se genera por la prestación del servicio, en dicha situación 
sera labor del Municipio aclarar la intención de la norma, que dada su ambigüedad 
no permite determinar con certeza si va dirigada a los prestadores del servicio 
(personas naturales) o las plataformas que ejecutan la intermediación. Además, del 
conflicto mencionado con respecto a la sujeción pasiva de la relación, es igualmente 
necesario reiterar el problema de la “doble imposición local”, producto de la 
disparidad normativa en las reglas de territorialidad. 
En suma, las reglas de territorialidad expedidas por Medellín para servicios de 
economía colaborativa, no solo generan conflictos de doble imposición local, lo cual 
afecta de manera directa el aspecto espacial del impuesto, sino que también, 
desembocan en conflictos sobre el aspecto material del ICA y la parte pasiva de la 
relación, debido a que, amplían los hechos generadores del impuesto y no se define 
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con claridad la intencion de la norma, además, generan inconvenientes por la 
imposibilidad de gravar dicha actividad, cuando se presta desde el exterior, por no 
existir una norma dentro del ordenamiento colombiano que, permita gravar con ICA 
los servicios prestados desde el exterior.  
Servicios de descarga o consumo en línea de contenidos digitales, servicios de 
procesamiento y almacenamiento masivo de datos; y servicios de correo 
electrónico, mensajería electrónica, software, en general aplicaciones digitales. 
En primer lugar, los servicios de descarga o consumo en línea de contenidos 
digitales, son aquellos que permiten a los suscriptores de sus plataformas, 
descargar y consumir contenido digital (música, videos, películas, etc.), por medio 
de estas, verbi gracia, Netflix, Spotify y similares, a su vez, los servicios de 
procesamiento y almacenamiento masivo de datos son aquellos que se prestan a 
través de plataformas que permiten al suscriptor del servicio, almacenar la 
información que desee en sus servidores, para su posterior consulta o únicamente 
con fines de almacenamiento, en el lenguaje no técnico se conoce a estas 
plataformas como “nubes”, aquí se puede mencionar, Dropbox, OneDrive, entre 
otras. Por último, dentro de este último numeral del artículo 65 del Acuerdo 066 del 
2017, se mencionan los servicios de correo electrónico, mensajería electrónica, 
software y, en general, aplicaciones digitales, es decir, aquellos servicios digitales 
que no se encuadran en las categorías anteriores, es una cláusula de cierre, con la 
que se busca incluir todos los servicios de la “economía digital”.  
Ahora bien, con respecto a los anteriores servicios y la cláusula de cierre, Medellín 
estableció la misma regla de territorialidad, la cual se decanta en función de los 
suscriptores de estas plataformas. En primer lugar, se entenderán realizados en 
esta jurisdicción los servicios prestados a suscriptores que registren la ciudad de 
Medellín como su domicilio, es decir, si el suscriptor del servicio se encuentra 
domiciliado en Medellín, se considera prestado el servicio en dicha jurisdicción y de 
ahí se desprende la facultad del ente local para gravar los ingresos generados por 
dicha actividad de servicios. Si bien este criterio del domicilio del usuario o suscriptor 
se encuentra regulado en la Ley 1819 del 2016, lo cierto es que, en ningún momento 
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el legislador estableció una regla de territorialidad para empresas que presten 
servicios de economía digital. 
En segundo lugar, cuando el suscriptor no está domiciliado en Medellín, se 
entenderá prestado el servicio en esta jurisdicción y, por ende, gravado en la misma, 
cuando el uso de las aplicaciones, subida de datos, consumo y descarga de 
contenidos, se realice desde conexiones al interior de este municipio.  
A partir de las anteriores reglas, se pueden mencionar algunos problemas en su 
aplicación, el primero de ellos se refiere a ¿Cómo se puede saber quiénes son los 
suscriptores domiciliados en Medellín? A primera vista se podría decir que, sería 
responsabilidad de la plataforma suministrar la información respectiva a la Entidad 
Territorial, sin embargo, frente a esto cobran real importancia asuntos como el 
secreto empresarial, la competencia y otros temas propios del Derecho Comercial, 
por ende, habría  que debatir dicha regla y sus implicaciones en un espacio más 
amplio, sin embargo, es importante dejar sentadas estas premisas acerca del tema.  
Así mismo, genera una gran dificultad determinar, con precisión, cuándo el uso de 
las aplicaciones, subida de datos, consumo y descarga de contenidos, se realiza 
desde conexiones en este municipio, para lo cual es necesario preguntarse ¿Cuenta 
Medellín con la tecnología necesaria para hacerlo?, pues, incluso hablando de  la 
Nación, no se puede afirmar con certeza que se cuente con la capacidad tecnológica 
para hacerlo, de ahí que, se puede poner en duda la efectividad práctica de estas 
reglas de territorialidad.  
De igual forma, aún en el caso de que Medellín contara con la tecnología necesaria, 
dada la redacción amplia de la norma, surge otro problema, pues, al decir que el 
ente local gravará estos servicios cuando la conexión tenga lugar en Medellín, se 
termina invadiendo la potestad impositiva de otros municipios que aplican el régimen 
legal de territorialidad establecido por el Legislador, suscitando conflictos de doble 
imposición local, así, además de generar problemas frente a su efectividad, en caso 
de poderse aplicar, se presentarían, además, problemas de doble tributación.  
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Como se mencionó en líneas anteriores, la mayoría de las plataformas que prestan 
estos servicios de “economía digital” lo hacen por medio de servidores ubicados en 
territorio extranjero y sus matrices o sociedades principales se encuentran 
igualmente en jurisdicciones extranjeras, así, frente a los servicios aquí 
mencionados, también sería aplicable el argumento de que, al ser prestados desde 
el exterior, no podrían ser gravados con ICA en Colombia. Del mismo modo, tendría 
cabida la crítica acerca de la ampliación del aspecto material que esto generaría y 
sus respectivas implicaciones.    
En resumen, Medellín, al establecer las reglas de territorialidad aquí descritas, por 
una parte, genera una gran problemática de “doble imposición local”, ya que, al tener 
unas normas dispares con respecto a los demás municipios del país, que fácilmente 
pueden llegar a chocar entre sí, propicia el surgimiento de este tipo de conflictos; 
aunado a ello, mediante reglas de territorialidad, de difícil aplicación práctica, se 
amplía el  hecho generador del ICA, es decir, mediante la regulación del  elemento 
espacial del impuesto, termina involucrándose el elemento material de este, 
cobijando actividades que, como se pudo evidenciar, no es claro que puedan ser 
gravadas en Colombia con ICA. Así las cosas, se procede a someter el presente 
caso al análisis de ponderación.  
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CAPITULO 3. CASO TERRITORIALIDAD ICA MEDELLIN BAJO EL ANÁLISIS 
DE PONDERACIÓN 
Ahora bien, llegando este punto se puede formular una pregunta problema, con el 
propósito de proporcionarle al lector un punto de partida antes, para ingresar al 
análisis de ponderación, en ese orden de ideas, la pregunta sería ¿Las reglas de 
territorialidad del ICA creadas por Medellín, que son diferentes al régimen de la Ley 
1819 de 2016, son legales?, aquí se incluyen las de servicios digitales y la regla de 
la actividad comercial cuando se desprende de la ejecución de un contrato público, 
pero se puede concretar aún más la pregunta, así, ¿Las reglas de territorialidad 
sobre servicios de económica digital, creadas por Medellín, son legales?, lo cual 
tendrá un análisis de constitucionalidad porque los principios que colisionan en el 
presente caso, son la autonomía territorial y la reserva de ley 
Se precisa que, la regulación de territorialidad para el ICA que adelantó Medellín 
podría ser sometido a una confrontación jurisprudencial y a partir de ahí, podría 
evacuarse y darle solución a la pregunta planteada, si se tiene en cuenta que la 
jurisprudencia ha sido clara en que el legislador como mínimo, en sede de tributos 
locales, debe regular el aspecto material y autorizar la adopción del gravamen a los 
entes locales81, por ende, desde esta óptica podría decirse que Medellín desbordó 
sus competencias impositivas, toda vez que, por medio del aspecto espacial, no 
solo amplió el aspecto material del ICA, competencia que, según la jurisprudencia, 
está reservada al Congreso de la República, sino que también estableció reglas de 
territorialidad que no se encuentra en la legislación nacional y que sin duda, 
generarán conflictos de doble tributarición con los demás municipios del país. Así 
se podría en primera medida responder que el régimen creado por Medellín es 
ilegal.  
No obstante, no es el propósito de este trabajo de investigación hacer un análisis 
de esa manera, se considera que, si bien la jurisprudencia es una fuente importante 
del derecho, puede variar y quedó demostrado, en el primer capítulo, su 
                                                          
81 Véase, Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-035 de 2009 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra: 
enero 27 de 2009) y Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Proceso 16544 
(C.P. Martha Teresa Briceño de Valencia; Julio 9 de 2009). 
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maleabilidad y contradicción, por ello, para un mayor rigor metodológico se acude 
al análisis de ponderación, para por medio de este, dar solución a la pregunta 
planteada. A pesar de las múltiples críticas que puede recibir la ponderación, se 
rescata su valía metodológica, la cual frente a investigaciones académicas genera 
un mayor rigor científico82.  
También se recalca la conveniencia de la ponderación, en el sentido que la facultad 
de regular los tributos locales, se encuentra inmersa en un vacío legal, ya que, como 
se mencionó en el primer capítulo, la LOOT omitió coordinar las competencias 
normativas de la Nación y los Entes Locales frente a este tema, de ahí que, su 
consagración sea netamente constitucional y su ejecución se realice con 
fundamento en los artículos constitucionales, principalmente aquellos de los cuales 
se decanta el principio de autonomía territorial y el principio de reserva de ley 
tributaria. 
Así las cosas, es importante mencionar algunas pautas sobre la ponderación antes 
de iniciar el análisis, así, en palabras de BERNAL PULIDO “la ponderación es la 
actividad consistente en sopesar dos principios que entran en colisión en un caso 
concreto para determinar cuál de ellos tiene un peso mayor en las circunstancias 
específicas, y, por tanto, cuál de ellos determina la solución del caso”83. En este 
contexto, se aborda el análisis a partir del caso hipotético en el cual un contribuyente 
ejerce actividades de servicio propias de la economía digital en el territorio 
colombiano, frente a esto, Bogotá (o cualquier Municipio amparando en el régimen 
general de territorialidad) y Medellín liquida el ICA sobre los ingresos brutos que 
arroja el ejercicio de la actividad; Bogotá por considerarla gravada en su jurisdicción 
al aplicar las normas generales de la Ley 1819 y Medellín con base en las normas 
especiales que creó para estos servicios en el Acuerdo 066 de 2017. 
Ahora bien, al abstraerse un poco del caso mencionado se puede sintetizar la 
controversia en el enfrentamiento que existe entre las reglas de territorialidad de la 
                                                          
82 CARLOS LIBARDO BERNAL PULIDO, EL DERECHO DE LOS DERECHOS : ESCRITOS SOBRE LA APLICACIÓN DE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES / CARLOS BERNAL PULIDO. (2008).Pag. 110.  
83 Ibid. Pag. 97.  
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Ley 1819 de 2016 y las reglas creadas por Medellín en el Acuerdo referido, cuando 
dichas normas entren en conflicto o se puedan entender aplicables al mismo caso, 
con la precisión de que las normas de la Ley 1819 son de aplicación general -por 
ser de rango legal- para todos los entes locales titulares de ICA en el país, mientras 
que las leyes creadas por el municipio de Medellín son aplicables solo en su 
jurisdicción. 
El caso presentado, como se anticipó, hace colisionar a dos principios de rango 
constitucional, por una parte, el Congreso de la República como representante de 
la Nación, regula el aspecto espacial (territorialidad) del ICA en desarrollo del 
principio de reserva de ley tributaria, mientras que el Concejo municipal de Medellín, 
expide sus reglas de territorialidad amparado en el principio de autonomía territorial, 
de ese modo, podemos concluir que esos son los principios enfrentados en el caso 
planteado.    
La reserva de ley no es otra cosa más que el mandato constitucional mediante el 
cual se establece que la creación y regulación de los tributos debe realizarse por 
medio de la ley84, así pues, dicho principio encuentra su asiento en el artículo 338 
de la Cara Política de 1991, de esta forma, según el principio expuesto, por medio 
de la ley se deben crear los gravámenes y regular sus elementos esenciales, en el 
presente caso se aplica diciendo que el ICA y su regulación frente al aspecto 
espacial (territorialidad) debe ser expedida por el Congreso de la República.   
Por su parte, se abordará la autonomía territorial a partir del concepto general de 
autonomía, en ese sentido, en palabras de FERNANDO HINESTROSA “autonomía 
es autogobierno, posibilidad de dirigir la propia conducta; se opone en tal sentido a 
la heteronomía y, en particular, a la soberanía o poder dar reglas a los demás, esto 
es, de ordenar la actividad ajena”85. A partir de la anterior definición, en cuanto a la 
autonomía territorial se puede establecer que es la facultad que permite a los entes 
                                                          
84 JULIO ROBERTO PIZA RODRÍGUEZ ET AL., LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA Y SUS FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES. OP. CIT.,Pag. 
126.  
85 TRATADO DE LAS OBLIGACIONES II : DE LAS FUENTES DE LAS OBLIGACIONES : NEGOCIO JURÍDICO; VOLUMEN I / FERNANDO 
HINESTROSA. Pag. 115.  
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locales establecer sus propias normas de carácter tributario para dar cumplimiento 
a sus fines constitucionales, los cuales en el plano Estatal se consolidan en el 
cumplimiento de las funciones y satisfacción de obligaciones propias del Ente 
Territorial.  
Así pues, la autonomía territorial se encuentra consagrada en los artículos 1 y 28786 
de la Constitución Política; y es la facultad de autogobernarse que tienen los 
Municipios, Departamentos y demás entes de este rango, para dar cumplimiento a 
las funciones puestas en su cabeza; entres esas posibilidades de desarrollo propio 
se encuentra lo referente a la regulación tributaria, así pues, en el presente caso, 
es evidente que Medellín amparado en esta facultad expide las reglas de 
territorialidad abordadas en el anterior capítulo. Lo anterior se colige de esa manera, 
dado que no fue posible conocer de alguna “exposición de motivos” que desarrollara 
los motivos por los cuales Medellín decidió establecer las multicitadas reglas de 
territorialidad. 
Para mayor precisión se acude a lo dicho por la Corte Constitucional, a la hora de 
describir el núcleo esencial del principio de autonomía territorial, en Sentencia C-
123 de 2014, manifestó:  
“El principio de autonomía territorial tiene como núcleo esencial la 
garantía de que las entidades territoriales puedan gestionar de forma 
autónoma sus intereses –artículo 287 de la Constitución-, para lo cual la 
Constitución garantiza que los entes territoriales i) se gobiernen por 
autoridades propias; ii) ejerzan las competencias que les correspondan; 
iii) administren sus recursos y establezcan tributos que permitan el 
                                                          
86 ARTICULO 287 CONSTITUCIONAL. Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus 
intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley. En tal virtud tendrán los siguientes derechos: 
1. Gobernarse por autoridades propias. 
2. Ejercer las competencias que les correspondan. 
3. Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 
4. Participar en las rentas nacionales. 
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cumplimiento de sus funciones; y iv) participen en las rentas 
nacionales”87. 
Negrita fuera del texto original.  
Una vez, establecido el caso concreto y los principios que entran en colisión, se 
procede a realizar la ponderación, dicha metodología tiene unos pasos lógicos que 
se abordarán en el presente documento, para con ello, determinar sí las reglas de 
territorialidad creadas por Medellín son legales o no, es decir, para darle respuesta 
a la pregunta problema planteada en el inicio de este capítulo, sin perder de vista la 
trascendencia constitucional del caso, la cual permitirá llegar a conclusiones 
generales sobre la regulación del aspecto espacial de los impuesto locales.  
Para empezar, se debe determinar el grado de afectación de los principios en el 
caso concreto, por medio de una escala tríadica, en donde el grado de afectación 
del principio puede ser “leve”, “medio” o intenso88, De este modo, el grado de 
afectación del principio de reserva de ley se podría catalogar como intenso, en caso 
de permitirse la aplicación de las reglas de territorialidad de Medellín. 
Lo anterior encuentra sustento en que, por una parte se permite la aplicación de un 
régimen alterno de territorialidad no creado por el legislador, es decir, que un Ente 
Territorial regule el aspecto espacial de un impuesto como el ICA y no el legislador; 
y por otra parte, como se mencionó líneas atrás, Medellín por medio de sus reglas 
de territorialidad al parecer está dando lugar a la creación de nuevos hechos 
generadores del ICA, como por ejemplo, los referentes a la prestación de servicios 
por medio de plataformas digitales, los cuales no se encuentran contemplados en 
las leyes de orden nacional; así, pareciera que se le estaría otorgando la facultad a 
un Municipio para regular el aspecto espacial y ampliar el aspecto material del ICA.  
De manera correlativa, la satisfacción de la autonomía territorial de los entes locales, 
de permitirse la aplicación de las reglas de territorialidad de Medellín, podría 
                                                          
87 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-035 de 2009 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra: enero 27 
de 2009) 
88 CARLOS LIBARDO BERNAL PULIDO. Op. Cit.,Pag. 100. 
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calificarse de media o leve, toda vez que, si bien el aplicar esta regulación de 
territorialidad puede catalogarse como manifestación de autonomía, en conjunto el 
Acuerdo Municipal 066 de 2017 implica una expresion mayor del ejercicio del 
principio de autonomia territorial, es decir, el no aplicar parte del artículo 65 del 
mencionado Acuerdo, no desvirtúa la autonomía territorial que se manifiesta por 
medio de la expedición de todo el acuerdo, e incluso, de alguna parte de esas 
normas de territorialidad para ICA.  
Aunado a ello, el que se propicie el surgimiento de supuestos de “doble imposición 
local”, al aplicar las reglas de territorialidad creadas por Medellín, de cierta manera 
invade el desarrollo de la autonomía territorial de los demás Municipios que aplican 
el régimen general de territorialidad para el ICA establecidos por el legislador, ya 
que, verán coartada su potestad impositiva de gravar, por ejemplo, ciertos servicios, 
cuando en dichos casos Medellín se abrogue competencia para gravar el ICA 
amparándose en su regulación propia, con base en lo anterior se justifica que pueda 
catalogarse como leve o media la satisfacción del principio de la autonomía territorial 
en el supuesto de permitir la aplicación de las normas de territorialidad creadas en 
el Acuerdo 066 de 2017.  
El paso que sigue, en la metodología de la ponderación, es determinar el peso 
abstracto de los principios en colisión, esta variable implica reconocer la importancia 
en abstracto de los mismos, de acuerdo con la concepción de los valores 
predominantes en la sociedad89, así pues, será importante reconocer la importancia 
que tiene cada uno de ellos dentro del ordenamiento jurídico tributario, además de 
ahondar en el desarrollo dogmático que se plantea para soportar el contenido de 
cada uno de estos principios.  
Así pues, se puede afirmar que el principio de reserva de ley tiene un peso abstracto 
muy importante, por tener relación directa con el principio de legalidad y todo lo que 
ello implica dentro de un Estado Social de Derecho como el colombiano, ya que, 
permite a los ciudadanos conocer de manera anticipada las cargas a las cuales se 
                                                          
89 CARLOS LIBARDO BERNAL PULIDO. Op. Cit.,Pag. 100. 
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verán sometidos, además, en desarrollo de dicho principio se pueden consolidar 
otros valores como la República Unitaria, la igualdad, la equidad, entre otros; por lo 
anterior, se reafirma que el principio de reserva de ley tiene un peso abstracto muy 
determinante en nuestro ordenamiento jurídico.  
Por su parte, si bien la autonomía territorial es importante dentro del sistema 
normativo, se puede afirmar que, no llega a alcanzar el peso abstracto que se le 
podría adjudicar al principio de reserva de ley, de todos modos, se manifiesta que 
es una opinión personal, que se sustenta en la concepción de Estado; por una parte, 
Colombia es una República Descentralizada, pero no se puede negar el tinte unitario 
que la caracteriza, por lo tanto, de consolidarse la autonomía territorial con un peso 
mayor a la reserva de ley, se considera, podría conducirse a la aceptación de una 
especie de sistema federal, el cual, en principio, no tendría cabida dentro del 
ordenamiento jurídico colombiano, por ende, se afirma que la reserva de ley tiene 
un peso abstracto mayor que la autonomía territorial.  
La tercera variable de este método se refiere a la seguridad de las apreciaciones 
empíricas que, versan sobre la afectación de los principios en el caso en concreto, 
dependiendo del grado de certeza de estas, se podrá determinar también el peso 
de cada principio90, así pues, de permitirse la aplicación del régimen jurídico 
tributario en materia de territorialidad de ICA establecido por Medellín, sería muy 
probable que se transgreda el principio de reserva de ley, porque se le otorga a ese 
ente local, la facultad de ampliar el hecho generador del ICA, además de, determinar 
el aspecto espacial del impuesto con total independencia a lo que el legislador 
regule sobre la misma materia.  
En ese sentido, las reglas de territorialidad creadas por el legislador permiten que 
haya una distribución unificada de las potestades fiscales por parte de los 
Municipios, absurdo resulta que si ese es el cometido de la ley, como se demostró 
por medio de su exposición de motivos, se observe que un municipio como Medellín 
se adscriba atribuciones con un elemento tan fundamental como es el aspecto 
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espacial de un impuesto, que en la práctica implica, lograr una superposición de la 
sujeción activa del ICA en comparación con los demás municipios del país, en 
contravía de las directrices legales y en desmedro de las atribuciones tributarias de 
los otros Municipios que aplican el régimen general regulado por el legislador, sin 
dejar de lado que, se amplía el aspecto material del impuesto, lo que en suma, 
permite deducir que se está vulnerando de manera directa el principio de reserva 
de ley con la expedición del artículo 65 del Acuerdo 066 de 2017.  
En cambio, frente a la autonomía territorial se puede afirmar que, la apreciación 
empírica sobre su afectación no es del todo cierta, toda vez que, si se niega la 
aplicación de esas nuevas reglas de territorialidad no se está desconociendo la 
autonomía territorial de Medellín, vale la pena mencionar que el núcleo esencial de 
este principio se compone por más elementos, no solo se integra por facultades 
impositivas, y en medio de esos temas impositivos, y en gracia de discusión, solo 
se dejaría de reconocer una pequeña atribución de carácter territorial en lo referente 
al ICA, porque permanecería intacta toda la regulación adoptada en el Acuerdo 
Municipal e incluso la parte del artículo 65 que se encuentra acorde con la Ley 1819 
de 2016, así pues, afirmar que se afecta de manera grave la autonomía territorial 
de Medellín, por no permitir la aplicación de sus nuevas reglas de territorialidad, 
resulta del todo desproporcionado.  
Además, como se logró evidenciar en el anterior capítulo, la efectividad de dichas 
normas está en entredicho, primero, por la dificultad práctica que embarga su 
aplicación y segundo, por la imposibilidad que exisitiría, a partir del ordenamiento 
jurídico colombiano de gravar con ICA aquellos servicios prestados desde el 
exterior, pues en principio, se podría afirmar que la mayoría de los servicios de 
“economía digital” se prestan desde el exterior. De ahí que, la aplicación de dichas 
reglas no garantice la autonomía territorial de Medellín.  
Ahora bien, el último paso de la ponderación es aquel que nos permite saber si la 
importancia de la satisfacción del principio A (reserva de ley), justifica la afectación 
o la no satisfacción del principio B (autonomía territorial), esto se hace empleando 
“la formula del peso”’; por medio de esta, se les atribuye valor numérico a cada una 
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de las tres variables abordadas, en palabras de BERNAL PULIDO la fórmula 
expresa “que el peso del principio Pa en relación con el principio Pb, en las 
circunstancias del caso concreto, resulta del cociente entre el producto de la 
afectación del principio Pa en concreto, su peso abstracto y la seguridad de las 
premisas empíricas relativas a su afectación, por una parte, y el producto de la 
afectación del principio Pb en concreto, su peso abstracto y la seguridad de las 
premisas empíricas relativas a su afectación91”. Así la estructura de la formula 
sería92:  
                PaC . GPaA . SPaC 
GPa,Bc =---------------------------- 
                 PbC . GPbA . SPbC 
   
Así las cosas, frente al grado de afectación y el peso abstracto del principio, se 
atribuye un valor numérico, de acuerdo con los grados de la escala de tres 
intensidades, en donde leve será 1, medio será 2 e intenso será 4, mientras que, 
para cuantificar la seguridad de las premisas empíricas se emplean los valores; 
seguro que será 1, plausible que será 0.5 y no evidentemente falso que será 0.2593. 
Así pues, frente al principio de reserva de ley, con base en lo dicho en líneas 
anteriores, el grado de afectación de este principio es intenso (PaC = 4), y el peso 
abstracto tiene gran relevancia (GPaA = 4) por su parte, la certeza de la afectación 
al principio podría catalogarse de segura (SPaC = 1). Frente a la autonomía 
territorial, se puede decir que el grado de afectación es leve (PbC = 1), su peso 
abstracto medio (GPbA = 2) y la certeza de las hipótesis de afectación sería no 
evidentemente falso (SPbC = 025), se demostró que la autonomía territorial de 
Medellín sigue estando vigente y no logra afectarse de una manera considerable al 
restringir la aplicación de las normas de territorialidad especiales creadas por el 
Concejo Municipal.  
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92 Ibid.  
93 Ibid. Pag 102. 
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La aplicación de la fórmula en el presente caso, frente al principio de reserva de ley 
el cual soporta la expedición de las reglas generales de territorialidad en el ICA, 
resulta así: 
 
 
                4 . 4 . 1            16 
GPa,Bc = --------------      = ------  
                 1 . 2. 0,25         0,5 
                  
GPa,Bc = 32 
                  
De forma correlativa, en cuanto al principio de la autonomía territorial, con base en 
el cual Medellín crea sus propias reglas de territorialidad en el ICA, la fórmula arroja 
los siguientes resultados:  
                1 . 2 . 0,25          0,5 
GPb,Bc = --------------      = ------  
                4 . 4. 1               16 
                  
GPb,Bc = 0,03125 
 
De lo anterior, se puede concluir que la concreción del principio de autonomía 
territorial en el presenten caso, satisfecho en 0,03125, no justifica el desconocer el 
principio de reserva de ley, el cual se vería afectado en 32, de esto modo salta a la 
vista que en el caso expuesto debe prevalecer el principio de reserva de ley, sobre 
la autonomía territorial, en ese sentido, lo lógico sería declarar ilegales las reglas de 
territorialidad del ICA creadas por Medellín. 
Además, se concluye que el aspecto espacial de los impuestos locales, conforme al 
análisis de principios constitucionales hecho, deberá ser una materia regulada 
exclusivamente por el legislador, es decir, la creación de reglas de territorialidad 
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deberá ser una materia reservada exclusivamente al Congreso de la República, toda 
vez que, se demostró la dificultad la multiplicidad de regímenes en este aspecto y 
la flagrante violación a la Constitución que se aceptaría con ello.  
Para reforzar el resultado, se manifiesta que, además de la incompatibilidad 
constitucional y legal de las reglas de Medellín, se puede prever que conllevan al 
surgimiento de problemas prácticos que desestabilizan el sistema tributario, toda 
vez que, generan una disparidad normativa entre los municipios, la cual sin duda va 
a traer consigo un gran escenario de doble tributación para los contribuyentes de 
ICA en Colombia, siempre que sus actividades se lleven a cabo en Medellín y en 
otros municipios; lo que dada sus consecuencias negativas, se buscó evitar con la 
expedición de la Ley 1819 de 2016, tal como lo evidencia la exposición de motivos 
de esta norma.  
Además, al ampliar el hecho generador del ICA, lo cual se deduce del análisis 
efectuado sobre las nuevas reglas de territorialidad creadas por Medellín, se 
desvirtúan de manera grave algunos de los principios fundantes del ordenamiento 
jurídico tributario, ya que, no habrá unidad con respecto a este elemento tan 
esencial de la estructura de los tributos, lo que desencadena en una afrenta directa 
a la igualdad para soportar cargas públicas y a la equidad del sistema tributario, sin 
contar que, profundiza la inseguridad jurídica que se presenta frente a los tributos 
locales; por todas las razones expuesta aquí, se considera que, las reglas de 
territorialidad creadas por Medellín son ilegales.   
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Conclusiones 
Es importante reiterar la necesidad de la expedición de una Ley por medio de la 
cual, se determine con exactitud las competencias normativas de Nación y entes 
locales para regular los elementos esenciales de los tributos territoriales, hasta que 
dicha norma no se expida, seguirán apareciendo múltiples problemas similares al 
expuesto en este documento, así pues, esta es una oportunidad para reiterarle al 
Congreso de la República la importancia de cumplir con dicha función que la misma 
Constitución le adscribe.  
Lo anterior, máxime cuando lo único que sí se encuentra es la regulación del 
legislador en materia de normas procedimentales y sancionatorias tributarias a 
través del artículo 59 de la Ley 788 de 2002 y los límites que deben respetar los 
Entes Territoriales del país frente a esta clase de normas, lo cual demuestra una 
vez más que, todavía el Congreso de la República no se ocupa de legislar de 
manera concreta frente a los límites de la autonomía territorial en lo atinente a la 
regulación de los elementos esenciales de los impuestos del orden local. 
De la misma manera, frente al caso específico se puede concluir que las reglas de 
territorialidad creadas por Medellín son ilegales, tanto por ampliar el aspecto 
material del ICA como por ir en contravía de las reglas generales de territorialidad, 
es decir, las de la Ley 1819 de 2016, ya que, de esa manera se desconoce de 
manera grave el principio de reserva de ley tributaria.  
Por medio del análisis de ponderación, se puede concluir que en el caso en concreto 
de la territorialidad de Medellin, el principio de reserva de ley se sobrepone al de 
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autonomia territorial, es decir, frente a un choque normativo entre la legislación 
nacional y la Municipial del aspecto espacial del ICA, tendrán que prevalecer las 
reglas de territorialidad de la Ley 1819 de 2016, por estar soportadas en el principio 
de Reserva de Ley. 
Lo anterior se sustenta en la metodología de ponderación desarrollada, la cual 
consistió en asignarle valor numérico a las tres variables empleadas; grado de 
afectación del principio en caso de darle prevalencia al enfrentado, peso abstracto 
del principio en el ordenamiento, grado de certeza frente a la posible afectación del 
principio, para a partir de ello, calcular por medio de la fórmula de peso si la 
importancia de la satisfacción del principio A (reserva de ley), justifica la afectación 
o la no satisfacción del principio B (autonomía territorial) y viceversa, para concluir 
al final cuál de los dos principios debe prevalecer en el caso en concreto, en el 
presente caso se concluyó que el principio de reserva de ley es el que debe 
prevalecer.   
Aunado a ello, frente a las reglas creadas por Medellín, en caso de considerarse 
aplicables, se concluye que embargan una gran dificultad para su ejecución, en 
primer lugar, por la ausencia de tecnología para determinar algunos de los 
elementos de las reglas y segundo, porque de cierta manera se desconoce la 
realidad de la prestación de estos servicios de economía digital, los cuales se hacen 
a gran escala, por tal, cuentan con una gran cantidad de suscriptores dispersos en 
todo el territorio nacional, premisas que no tuvo en cuenta Medellín a la hora de 
crear sus reglas, las cuales sin duda alguna, colisionarán constantemente con las 
reglas de territorialidad vigentes en los demás municipios del país. 
Por otra parte, la mayoría de estos servicios de economía digital, pueden ser 
considerados prestados desde el exterior, por ende, en principio, no serían 
susceptibles de gravarse con ICA, pues se insiste, no existe en el ordenamiento 
colombiano una norma que permita gravar con ICA los servicios prestados desde el 
extranejero. De ahí que, de la mano del avance tecnológico, debe estar la actividad 
legislativa, por tal razón, se hace un llamado al legislador para regular las cargas 
impositivas de dichos servicios ya sea para liberarlos o para gravarlos, en su 
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momento deberá debatirse; por ahora, solo se hace un llamado de atención para 
que se empiecen a tocar temas tributarios frente a las nuevas realidades 
económicas propias de un mercado digital.  
Por último, a partir del análisis de ponderación, frente al aspecto espacial de los 
tributos territoriales, se puede concluir a partir de un análisis constitucional que, 
deberá ser un elemento reservado al legislador, dado su trascendencia y conexión 
con principios, como la equidad, la igualdad, la unidad, la confianza legítima, entre 
otros, los cuales dan coherencia al ordenamiento jurídico, pues en caso de liberar 
la determinación de este aspecto a las Entidades Territoriales, sería latente la 
vulneración a múltiples principios constitucionales, con la única justificación de 
salvaguardar la autonomía territorial, lo cual no es justificable, por ende, desde 
nuestra óptica se concluye que sólo el legislador podrá regular este elemento. 
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